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COMPILACIÓN DE LAS PRESENTACIONES DE LOS ESTADOS MIEMBROS SOBRE LOS TEMAS DEL GRUPO DE TRABAJO: 

TEXTOS REMITIDOS A LA SECRETARÍA DEL GRUPO DE TRABAJO POR ARGENTINA, BRASIL, COLOMBIA, COSTA RICA, ECUADOR, ESTADOS UNIDOS, MÉXICO, PANAMÁ, REPÚBLICA DOMINICANA Y URUGUAY AL 4 DE NOVIEMBRE DE 2011

(Fase de diagnóstico de los temas: 12 de septiembre al 11 de octubre de 2011 y reunión con la CIDH del 1 de noviembre de 2011)

	País/Tema
	I. DESAFÍOS Y OBJETIVOS DE MEDIANO Y LARGO PLAZO DE LA CIDH

	BRASIL
	A la luz de la intervención de la delegación de Brasil formulada el 12 de septiembre pasado, se presentan a continuación algunos puntos destacados en esa oportunidad.

Brasil considera que la CIDH puede y debe contribuir positivamente para que los Estados cumplan compromisos voluntariamente aceptados en el ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Además, el trabajo de la CIDH es pertinente, no solo para asegurar el respeto de los derechos humanos en el orden interno y en la región sino también para incentivar el incremento de la cooperación para la paz y el desarrollo hemisférico.

Para que la CIDH continúe ejerciendo esta influencia positiva, Brasil reconoce cuatro desafíos fundamentales:

I.
EQUILIBRIO ENTRE LAS ACTIVIDADES DE ANÁLISIS DE LAS PETICIONES INDIVIDUALES Y DE LA PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

El primer desafío consiste en encontrar el equilibrio entre las actividades de la Comisión de análisis de las peticiones individuales y aquellas actividades de promoción de los derechos humanos, entendidas éstas como actividades relacionadas con la cooperación técnica, la difusión de buenas prácticas y la colaboración con los Estados para la identificación de las áreas prioritarias de actuación.

La Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que promover el respeto y la defensa de los derechos humanos y servir como órgano consultivo de la Organización en esa materia, son las funciones principales de la CIDH. Lo mismo está dispuesto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como en el Estatuto y Reglamento de la CIDH. Si bien fue creada para realizar funciones como las antes mencionadas, la CIDH pasó a ejercer también funciones “cuasi-jurisdiccionales”, que le fueron atribuidas por la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH).

Además del redireccionamiento de las actividades de la CIDH, la ampliación de su ámbito de actuación también se debió al cambio del perfil de las denuncias que se le presentan. En un primer momento se destacaban las denuncias relacionadas con violaciones de derechos humanos cometidas por agentes públicos, como las restricciones a la libertad de expresión, de organización y de participación en la vida política, la coerción física, la tortura, las ejecuciones extrajudiciales y la desaparición forzada. Actualmente hay un gran número de temas que se refieren a la falta de políticas públicas efectivas para la protección de los derechos humanos, lo cual dificulta, por ejemplo, el acceso a la justicia y la garantía de la seguridad personal (amenazada por la violencia urbana, policial, en el campo y en el sistema penitenciario).

El aumento del énfasis que se le da al análisis de los méritos de las peticiones individuales y la ampliación de la esfera de incidencia de la temática del SIDH constituyen desafíos a la actuación eficaz de la CIDH, principalmente en lo que concierne a su función original de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos.

Concretamente, es importante debatir sobre los medios para garantizar que el análisis de los casos individuales por parte de la CIDH no perjudique sus actividades en la esfera de asistencia técnica y de la creación de capacidades. Las soluciones podrían consistir en aportes con fines específicos para la promoción de los derechos humanos y el aumento de la estructura jurídico-administrativa de la Comisión.

II.
UN PAPEL MÁS ACTIVO EN PROCURA DE UNA SOLUCIÓN AMISTOSA

La CIDH debe jugar un papel más activo para incentivar este tipo de solución, ofreciendo directrices, actuando de una forma más afirmativa en un intento por encontrar una conciliación o, aún más, creando una unidad específica para ese fin. Una actuación más enfática por parte de la CIDH en procura de una solución amistosa podría promover soluciones más efectivas e incluyentes, le daría una mayor eficacia a la defensa de los derechos humanos y beneficiaría a todas las partes interesadas. Los casos recientes sobre Brasil en la Corte Interamericana, por ejemplo, lograron resultados muy prometedores mediante la aproximación entre el Estado y los peticionarios con la finalidad de encontrar medios para solucionar las situaciones de violación de los derechos humanos.

III.
FINANCIAMIENTO

Un tercer desafío consiste en la capacidad de financiamiento de la CIDH, lo cual resalta la importancia de la inclusión, en la agenda del Grupo de Trabajo sobre el “Fortalecimiento Financiero del Sistema Interamericano de Derechos Humanos”. Si bien el tema debe ser tratado en una reunión específica, a celebrarse el 11 de octubre, se deben señalar algunos aspectos relacionados con el financiamiento que se presentan como desafíos que deben ser superados, como la definición de las prioridades y la necesidad de examinar maneras para lograr una mayor previsión de los recursos destinados a la Comisión, incluido el financiamiento a mediano y largo plazo.  Se destaca también la importancia de examinar las formas de financiamiento que disminuyan la dependencia de la CIDH y del SIDH de los aportes extrarregionales.

IV.
DESAFÍOS RELACIONADOS CON LA SITUACIÓN INTERNA DE LOS ESTADOS Y LA NATURALEZA DE LAS VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS


La dificultad común en muchos Estados de la región de garantizar el acceso rápido y eficiente a la justicia puede incrementar en forma permanente el número de demandas presentadas ante la CIDH. Este aspecto, si no es objeto de medidas preventivas promovidas por la Comisión, puede constituir una sobrecarga a la CIDH al punto de perjudicar el trámite eficaz de las denuncias que se le presentan.


Como no es del interés de los Estados, y tampoco de la sociedad civil, que se perjudique la actuación de la CIDH, es importante encontrar soluciones de colaboración entre los diferentes actores del SIDH. Para Brasil, esas soluciones consisten en el estímulo de una mayor complementariedad entre  las actividades de carácter cuasi-jurisdiccional y político de la CIDH, de modo que las violaciones recurrentes de derechos humanos en la región puedan ser tratadas analíticamente. 

En este sentido, Brasil sugiere que la Comisión identifique áreas prioritarias de actuación, y procure diferenciar cada caso con respecto a su relevancia y gravedad.

Además, la estructura federal de algunos Estados vuelve también más complejo el trabajo de atender a las recomendaciones de la CIDH, siempre que sea imprescindible la negociación entre los órganos del gobierno federal y los entes federados. En estos casos, le cabría a los Estados identificar las formas de cooperación con la Comisión Interamericana que le confieran al Gobierno federal una mayor capacidad de incidir sobre las violaciones que se realizan en los entes federados.

Además de los desafíos relacionados con la realidad de cada Estado, también hay desafíos con respecto a la propia complejidad de las violaciones de los derechos humanos, cuya superación exige, cada vez más, el cumplimiento de las obligaciones positivas por parte de diversos actores, en las diferentes esferas de gobierno.

En este contexto, también es imprescindible examinar las formas más eficaces de relación de la CIDH en colaboración con los Estados, ofreciendo, por ejemplo, cooperación técnica, o actuando como agente inductor de medidas para prevenir la repetición.

V.
OBJETIVOS

Frente a estos desafíos, Brasil identifica los siguientes objetivos finales de la CIDH, a mediano y largo plazo:

(i) ser capaz de actuar activamente en la promoción de los derechos humanos, o sea, darle mayor énfasis a las actividades relacionadas con la difusión de buenas prácticas, la implantación de medidas para prevenir la repetición y la cooperación con los Estados en la identificación de áreas prioritarias para actuar;

(ii) encontrar medios de financiamiento previsibles para el pleno y correcto cumplimiento de su mandato, y

(iii) ampliar el diálogo con los Estados para responder más adecuadamente a las demandas que señalen, de buena fe, el compromiso de estos Estados con el cumplimiento de las normas internacionales de derechos humanos. (CP27069)



	COSTA RICA
	El Estado Costa Rica ha identificado un conjunto de factores que se imponen como desafíos y a la vez determinan objetivos para lograr el fortalecimiento de la CIDH, y que además resultan comunes al Sistema Interamericano de Promoción y Protección de Derechos Humanos, y constituyen los pilares esenciales sobre los cuales debería plantearse -y dentro de los cuales debería enmarcarse- conceptualmente cualquier discusión sobre el fortalecimiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en lo sucesivo la CIDH) y del Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos (en adelante el SIDH):

1. Los aspectos financieros: 
El tratamiento del problema financiero de los órganos del Sistema Interamericano de Promoción y protección de los Derechos Humanos constituye uno de los principales desafíos que no debe ser tratado fragmentariamente como una dificultad atinente al funcionamiento de la CIDH y a la CorteIDH, sino como un problema estructural de la OEA que requiere además una solución integral con miras a posibilitar el funcionamiento global del Sistema.  En este sentido, es necesario que el análisis y evaluación de los requerimientos financieros y presupuestarios de la CorteIDH y la CIDH, además de tomar en consideración las necesidades particulares de cada órgano, a la vez se conceptualicen en razón del funcionamiento sistémico de ambos órganos para llevar adelante las altas funciones que los mismos Estados le han encomendado.

Ello requiere del mayor compromiso de todos los Estados miembros de la OEA y de las autoridades de la Secretaría General dentro del proceso en curso en el Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la CIDH para el Fortalecimiento del SIDH, para identificar soluciones prácticas y realistas a un problema que ha venido aquejando estructuralmente al Sistema y dentro de un plazo razonable procurar el destino de los recursos que sean necesarios a partir del fondo regular de la OEA para sufragar adecuadamente el cumplimiento de los mandatos, las funciones, programas y la totalidad de las actividades que corresponde ejercer de manera ordinaria a dichos órganos.  Si bien, esta concepción ha estado de manifiesto en el discurso político de los Estados miembros en los últimos años, la oportunidad parece ser propicia para alentar la toma de decisiones por parte de los Estados, con la concurrencia,  refuerzo y apoyo técnico de la Secretaría de Administración y Finanzas de la OEA, según los mandatos de la Asamblea General de la OEA de San Salvador del 2011 en su 41° Período ordinario de Sesiones, particularmente el párrafo 8 resolutivo de la resolución AG/RES. 2652 (XLI-O/11), 8.a de la resolución AG/RES. 2672 (XLI-O/11) y 3.b de la resolución AG/RES. 2675 (XLI-O/11).

Según el Programa Presupuesto del Fondo Regular de la OEA correspondiente al año 2011, los aportes al SIDH representaron apenas un total cercano al 8% del fondo regular de la OEA, desglosado en 2,5% para la CorteIDH y 5,6 para la CIDH que, prácticamente, cubren la mitad de los gastos ordinarios de operación de ambos órganos.  Situación que se ha mantenido relativamente invariable en los últimos años y que en el 2010 ha obligado a la CorteIDH a sufragar aproximadamente la mitad de sus gastos de operación (47%) con fondos externos y contribuciones voluntarias y a la CIDH en un porcentaje similar (45%).  Según el Programa Presupuesto del Fondo regular de la OEA del 2012, aprobado recientemente el 31 de octubre del 2011 en el 42° Período Extraordinario de Sesiones de la Asamblea General, la situación para el 2012 se mantendrá prácticamente invariable.

Por ello, la OEA debería plantearse a dos años plazo como una meta concreta, más que como una aspiración política, para el año 2014 en que se celebrarán el 55° aniversario de la CIDH, el 45° aniversario de la CADH y el 35° aniversario de la CorteIDH, llegar a la creación de las previsiones presupuestarias correspondientes y la implementación de mecanismos efectivos para la dotación de los recursos necesarios a partir de su fondo regular que permitan a la CorteIDH y la CIDH desarrollar sus cometidos ordinarios sin depender de contribuciones voluntarias ni aportes externos al Sistema y conforme con las proyecciones y demás previsiones financieras que han sido expuestas y presentadas ante los Estados por ambos órganos en las diversas reuniones que en el último año se abocaron al planteamiento y tratamiento del problema en Ottawa, San Salvador y Washington, DC.

En este sentido, se hace necesario tomar las previsiones dentro del Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la CIDH para el Fortalecimiento del SIDH, contemplando la posibilidad de una extensión o prórroga temporal de su mandato o un mecanismo ágil y eficiente a fin de que sus recomendaciones al Consejo Permanente, además de los temas puntuales cometidos a consulta de los Estados y la sociedad civil, se centren preponderantemente en propuestas de fortalecimiento financiero del Sistema en el corto, mediano y largo plazo.

Por último, es menester dar contenido presupuestario y seguimiento al mandato contenido en el párrafo 4 resolutivo de la resolución AG/RES. 2652 (XLI-O/11), que dispone el desembolso a partir del Fondo Regular de los recursos necesarios a partir del 2012 de los costos de traducción de las sentencias y resoluciones de la CorteIDH para garantizar el pleno acceso de todos los habitantes de hemisferio a su jurisprudencia.

2. Universalidad:

Un segundo desafío está determinado por los problemas estructurales para lograr el reconocimiento y adhesión universal a los instrumentos jurídicos internacionales que en materia de Derechos Humanos existen a la fecha de hoy en el Sistema Interamericano.

El fortalecimiento y la legitimidad del Sistema para hacer frente a las violaciones de los derechos humanos y la consolidación de los sistemas democráticos en los países miembros de la OEA se encuentra, hoy más que nunca, asociado a la universalización de los instrumentos y de los mecanismos de supervisión internacional.

De los 34 Estados miembros activos de la OEA, a la fecha de hoy sólo 24 figuran como partes de la CADH y de estos sólo 21 reconocen la competencia de la CorteIDH.  Ello significa que dentro del Sistema Interamericano existen dos estándares diferentes en materia de derechos humanos, sea en cuanto a los compromisos y obligaciones internacionales de los Estados en materia de derechos humanos, así como también en lo relativo a los mecanismos de supervisión internacional de dichas obligaciones. Lo anterior sin mencionar otros instrumentos jurídicos interamericanos en materia de derechos humanos y sus mecanismos de supervisión y seguimiento.

El fortalecimiento, la legitimidad y entereza del Sistema impone la necesidad de lograr su universalidad.  La OEA y sus Estados Miembros podrían plantearse como meta y compromiso para que al llegar al año 2019 a más tardar, y al celebrarse en esa ocasión los 60 años de la CIDH, los 50 años de la CADH y los 40 años de la CorteIDH, exista dentro del hemisferio un único parámetro homogéneo con el cual se puedan medir internacionalmente los compromisos, obligaciones y esfuerzos nacionales en materia de derechos humanos.

3. Cumplimiento de resoluciones:

La fortaleza y mayor legitimidad del SIDH impone como un tercer desafío lograr un mecanismo ágil y efectivo para el cumplimiento de las sentencias de la CorteIDH y el debido seguimiento de las recomendaciones de la CIDH bajo los principios de buena fe y pacta sunt servanda.  Tal como ha sido señalado por la CorteIDH en su jurisprudencia,  la efectividad del Sistema descansa en que una vez fijado el criterio de interpretación y de aplicación de las normas internacionales de derechos humanos, estos sean recogidos por los Estados en el conjunto de sus aparatos jurídicos institucionales.
Ello no sólo implica el desarrollo y fortalecimiento del mecanismo de garantía colectiva, sino que ante todo impone la necesidad de que la OEA contribuya efectivamente al desarrollo de las capacidades institucionales en cada uno de los Estados miembros orientadas a ese fin.

Partiendo de las buenas prácticas de algunos de los Estados miembros de la OEA, Costa Rica estima que uno de los objetivos a los que debería abocarse la Organización en el corto plazo es la elaboración de una guía o modelo para los países que contemple mecanismos institucionales que podrían ser incorporados en su ordenamiento interno para lograr este objetivo.  En ese sentido, Costa Rica ha reconocido las buenas prácticas de, entro otros, algunos países como Colombia con su Ley N° 288 de 1996 y del Perú con su Ley N° 27.775 del 2002 que “Regula el Procedimiento de Ejecución de Sentencias Emitidas por Tribunales Supranacionales”, como dos de los países del hemisferio que cuentan con normativa con rango legal en esta materia.  También reconocemos otros cuerpos normativos, como el Decreto N° 1.317 del 2008 en el Ecuador y la instauración de la Comisión Interinstitucional Responsable de la Ejecución de las Acciones Necesarias para el Cumplimiento de las Sentencias Internacionales en el Paraguay mediante Decreto N° 1.595 del 2009, que por la vía de disposiciones administrativas buscan fines análogos.

Costa Rica, por su parte, ha creado una Comisión Interinstitucional para el seguimiento e implementación de las obligaciones internacionales de Derechos Humanos a través de Decreto Ejecutivo 36776-RE publicado en el Diario Oficial La Gaceta del 30 de septiembre de 2011. Esta Comisión tiene entre sus funciones: recopilar, analizar y atender las recomendaciones formuladas y que formulen los organismos internacionales y regionales en materia de derechos humanos y establecer fórmulas para su implementación en el orden interno.

A partir de dichas experiencias, la OEA debería abocarse a fomentar el intercambio de buenas prácticas entre los países y procurar la elaboración de una legislación modelo que pudiese ser tomada como punto de referencia en nuestros países para facilitar el cumplimiento de las sentencias y otros proveídos de la CorteIDH y el debido seguimiento a las recomendaciones de la CIDH.

Una iniciativa en ese sentido ya había sido propuesta por Costa Rica durante los trabajos preparatorios de la última Asamblea General de la OEA del 2011 en San Salvador, que establecería un mandato para el Comité Jurídico Interamericano para avanzar en esa dirección. (CP27500)


	ECUADOR
	Universalidad: 

El Ecuador considera que otro de los  principales desafíos que afronta el Sistema Interamericano de Derechos Humanos es la falta de universalidad del mismo. No es comprensible ni debería ser aceptable que a pocos años de que se cumpla medio siglo de la entrada en vigor de la Convención Americana sobre Derechos  Humanos –CADH-, dicho instrumento, que constituye el mínimo común que en materia de derechos humanos hemos identificado los Estados del Hemisferio, no haya sido hasta ahora compartido y aceptado por todos los países que conformamos la OEA.

La  falta de universalidad se cierne como una amenaza al propio SIDH y afecta las posibilidades de su perfeccionamiento.  El Ecuador ve con preocupación que este tema no haya merecido mayormente la atención y preocupación de los Estados, de la  Secretaría General de la OEA, de los órganos del SIDH y de las organizaciones de la Sociedad Civil, habiéndonos conformado con  lanzar,  periódicamente, tibias exhortaciones a que los países que no han ratificado la CADH y no han aceptado la jurisdicción de la Corte Interamericana lo hagan.  El Ecuador cree en la necesidad de emprender estrategias conjuntas que estimulen la conciencia y la voluntad política de los   Estados que aún no comparten la universalidad del SIDH. (CP27485)


	MÉXICO
	http://scm.oas.org/pdfs/2011/CP27053S.pdf



	País/Tema
	II. MEDIDAS CAUTELARES

	ARGENTINA
	Argentina valora positivamente la competencia de la CIDH para solicitar a los Estados la adopción de medidas cautelares, mecanismo no sólo cautelar sino también de tutela efectiva de derechos humanos - tal como ha sido reconocido por la propia Corte IDH - que se encuentra previsto en su reglamento desde 1980, y que ha sido generalmente aceptado por los Estados de la región;


En la experiencia argentina, las medidas cautelares han sido importantes en el abordaje de situaciones de extrema gravedad y urgencia en las que se encontraban en riesgo, fundamentalmente, la vida y la integridad personal de los beneficiarios de las mismas. El adecuado funcionamiento de esta herramienta permitió avances sustanciales en la neutralización del riesgo específico, como así también en materia de adopción de medidas concretas tendientes a evitar a futuro escenarios similares.


Sin perjuicio de lo antes señalado, antes de su dictado debería ponderarse en detalle la eventual disponibilidad de remedios judiciales internos que fueran idóneos y eficaces, de manera tal de evitar la desnaturalización de la institución que, en tanto mecanismo de tutela internacional, resulta subsidiario - y no optativo - respecto de la jurisdicción interna.


Desde tal perspectiva, mi delegación desea señalar la conveniencia de establecer términos de vigencia precisos para las medidas cautelares y la fijación de parámetros objetivos para su revisión y eventual prórroga, como así también la consulta previa al Estado como requisito obligatorio y, eventualmente, la exigencia de una mayoría especial de miembros de la Comisión para adoptar las medidas cuando la gravedad y la urgencia de la situación amerite tomar  esa decisión sin consultar previamente al Estado.


Finalmente, teniendo en cuenta que el Artículo 25 del Reglamento de CIDH, relativo a medidas cautelares, ha sido modificado el 13 de noviembre de 2009, mi Delegación desea solicitar a la Secretaría General de la OEA la elaboración de un informe en el cual señale  de qué modo se ha aplicado dicha disposición desde su modificación hasta la fecha y los avances que, de existir, se han observado en la materia. (CP27149)



	BRASIL
	A la luz de la intervención de la delegación de Brasil formulada el 12 de septiembre pasado, se presentan a continuación las recomendaciones brasileñas relativas a la aplicación de medidas cautelares por parte de la CIDH, que no tratan el mérito del aspecto jurídico de tales medidas:

I.
APLICACIÓN DE LOS CRITERIOS DE OTORGAMIENTO

Si bien el Reglamento de la CIDH establece criterios definidos, se ha observado la ausencia de una fundamentación expresa del cumplimiento de esos criterios en la solicitud de las medidas cautelares por parte de la Comisión. Brasil considera que la solicitud de medidas cautelares por parte de la Comisión no solo se debe atener a los criterios establecidos por el Reglamento sino que debe ser claramente fundamentada en cada caso concreto. La mera afirmación de que cada situación se encuadra en los requisitos de gravedad, urgencia y prevención de daños irreparables dispuestos en el Reglamento, no es suficiente. La Comisión debería explicar, con fundamentos jurídicos y de hecho,  porqué una situación dada se encuadra en estos requisitos.

II.
PLAZO PARA EL ANÁLISIS DE LA CIDH Y RESPUESTA DEL ESTADO

El punto 5 del Artículo 25 del Reglamento de la CIDH dispone que: “Antes de solicitar medidas cautelares, la Comisión requerirá al Estado involucrado información relevante, a menos que la urgencia de la situación justifique el otorgamiento inmediato de las medidas”. Es plenamente justificable que en casos de urgencia y gravedad comprobadas y fundamentadas, la CIDH solicite medidas cautelares inmediatas, sin oír al Estado con respecto a la situación planteada. No obstante, esta debe ser la excepción y no la regla.

Brasil considera que, como marco operativo para solicitar medidas cautelares, la Comisión debe analizar los pedidos de medidas dentro de un plazo establecido en su Reglamento. Esto ocurre debido a situaciones de urgencia que son, por su propia naturaleza, aquellas que necesitan de un análisis y respuesta rápidos. Además, esa urgencia debe ser sopesada con la gravedad y la situación de daño irreparable necesarios cuando se soliciten las medidas cautelares.

En el caso de que ese plazo de análisis por parte de la CIDH transcurra sin que la Comisión se pronuncie sobre la solicitud de la medida cautelar, la situación de urgencia ya no estará configurada y por lo tanto ya no es aceptable solicitar las mencionadas medidas. El establecimiento de plazos impediría situaciones tales como la demora del análisis de las solicitudes y la falta de configuración de la urgencia de la solicitud requerida por el Reglamento. 

También sería importante que la Comisión informe inmediatamente al Estado contra el cual un peticionario ha solicitado medidas cautelares, lo cual en principio ofrecería las condiciones necesarias para su apreciación. A partir de ese momento, y sin perjuicio de la decisión que eventualmente adopte la CIDH, el Estado podrá estar en mejores condiciones para iniciar la elaboración de una respuesta al pedido planteado.

III.
PLAZO RAZONABLE PARA LA RESPUESTA DEL ESTADO

Brasil afirma que el Estado debe disponer de tiempo suficiente para preparar la información sobre los procedimientos de medidas cautelares que sean interpuestos ante la CIDH. A pesar de que la propia naturaleza de las medidas cautelares se refieran a circunstancias que requieren de una solución urgente, habrá que analizar, en cada caso, el objeto de la medida estipulada, y se debe establecer un plazo razonable para su cumplimiento. 

Esto depende de la diversidad y de la complejidad de las constantes obligaciones de las medidas cautelares, muchas veces potenciadas por la necesidad de instar a otras esferas del gobierno u otros entes federados de un Estado de gran extensión territorial y población y de una compleja organización administrativa. No le resulta beneficioso a la CIDH continuar concediendo plazos breves —algunas veces no prorrogables, sin que haya una fundamentación— a las respuestas de los Estados.

IV.
PROCESO DE LEVANTAMIENTO DE LAS MEDIDAS CAUTELARES

Brasil cree que se debe mejorar el proceso para el levantamiento de las medidas cautelares. La pérdida del objeto de las medidas cautelares, la pérdida de interés de los peticionarios, la imposibilidad accesoria del pedido y el cumplimiento integral de las medidas son eventos que fundamentan el levantamiento inmediato de las medidas solicitadas a un Estado. En el caso que ocurra algo de esto y se constate no habría sustentación para mantener las medidas, una vez que no exista una situación de gravedad, urgencia o de daño irreparable que haya fundamentado esta solicitud. (CP27069)

	COLOMBIA
	1. La necesidad de determinar los beneficiarios de las medidas colectivas.

2. La pertinencia de revisar periódicamente las medidas para que las mismas sean levantadas en el momento oportuno. 

3. La necesidad de determinar el alcance de la concertación de las medidas cautelares, especialmente por cuanto los beneficiarios y peticionarios pueden presentar solicitudes que sobrepasan la oferta institucional.

El eximente de responsabilidad internacional del Estado cuando los beneficiarios y peticionarios rechazan estas medidas o hacen mal uso de las mismas. (Resumen de la intervención, remitido  a la Secretaría del Grupo de Trabajo)


	COSTA RICA
	El Estado de Costa Rica ha reiterado sus consideraciones sobre el tema relacionado con las medidas cautelares que contempla el artículo 25 del Reglamento de la CIDH en distintas ocasiones.  Entre estas, vale destacar las manifestaciones hechas en el desarrollo de las Reuniones Conjuntas con los Órganos del Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos que se celebran anualmente en el contexto de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA, el Proceso de Reflexión sobre el Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos auspiciado durante el 2008-2009 en la OEA, el procedimiento de consultas a los Estados auspiciado por la CIDH con ocasión de las reformas reglamentarias del año 2010, así como también en el transcurso de las sesiones especiales de la CAJP llevadas a cabo con ocasión de la presentación de los Informes Anuales de la CIDH a la Asamblea General de la OEA, entre otras.

En la misma línea expresada en diversas ocasiones, Costa Rica valora positivamente -y en términos generales- la posibilidad de la CIDH para pedir a los Estados la adopción de medidas cautelares como una práctica instituida por esa Comisión a partir de la aprobación de su segundo Reglamento (artículo 26) en sesión N° 660 del 8 de abril de 1980 celebrada durante su 49º Período Ordinario de Sesiones (OEA/Ser.L/V/II.49 doc.6 rev.4) a fin de garantizar la protección de los derechos humanos por la vía de un mecanismo precautorio en aquellos casos de extrema urgencia y gravedad que así lo ameriten, y como una manera de uniformar el tratamiento general de dichos asuntos en razón de su especial connotación y en relación con todos los Estados miembros de la OEA.  Lo anterior, no obstante que Costa Rica entiende que dicho mecanismo ha tenido un origen reglamentario, no convencional y un alcance esencialmente cuasijurisdiccional dentro del Sistema Interamericano y que ha sido adoptado por la CIDH como una práctica.

Esto último, impone realizar ciertas precisiones sobre este mecanismo:

1. Dentro del Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos, la referencia convencional a un sistema de justicia cautelar a cargo de la CIDH se encuentra, en un plano estrictamente jurídico positivo, contenida concretamente en los artículo 13 y siguientes de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas de 1994.  Particularmente, la norma del artículo 13 in fine de este instrumento internacional contempla la atribución convencional de la CIDH para dictar medidas cautelares dentro del sistema de casos y peticiones y refiere el ejercicio de tal atribución a  sus normas de procedimiento.  El Estado de Costa Rica como tesis de principio entiende que dicha disposición rige esencialmente para los trece Estados que forman parte de dicha Convención y, además, específicamente en relación con todo lo relativo a la tramitación de peticiones o comunicaciones presentadas ante la CIDH en que se alegue la desaparición forzada de personas conforme a la definición del artículo 2° y normas subsiguientes de dicho instrumento internacional.

2. No obstante, de manera general, la institución de un mecanismo cautelar dentro del Sistema Interamericano ha sido previsto desde 1969 por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en términos genéricos, a favor de la CorteIDH, a la que  -según su artículo 63.2 in fine-  corresponde la atribución jurisdiccional de dictar “medidas provisionales” en casos de “extrema gravedad y urgencia y cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las personas”, ya sea bajo la modalidad de provisiones cautelares pendente lite (“en los asuntos que esté conociendo”) o provisiones cautelares a solicitud de la CIDH, ya sean independientes de una demanda  en general o bien sean ante causam (en los “asuntos que aún no estén sometidos a su conocimiento”).  Asimismo, derivado de sus atribuciones convencionales que establecen un mecanismo jurisdiccional de justicia cautelar, la CorteIDH ha desarrollado reglamentariamente también la posibilidad de su Presidente para dictar interlocutoriamente “providencias o medidas urgentes”.
3. Respecto de la CIDH y en concordancia con lo anterior, el artículo 19.c) del Estatuto de la CIDH en buena medida repite el lenguaje de la CADH y reconoce a favor de aquélla la posibilidad de “solicitar a la Corte Interamericana de Derechos Humanos que tome las medidas provisionales que considere pertinentes en asuntos graves y urgentes que aún no estén sometidos a su conocimiento, cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las personas” (medidas provisionales ante causam o, en general, medidas provisionales independientes de la demanda).  Asimismo, en los casos de urgencia y gravedad el artículo 48.2 de la CADH (normas sobre el procedimiento) esencialmente configura a favor de aquella la posibilidad de “realizarse una investigación previo consentimiento del Estado en cuyo territorio se alegue haberse cometido la violación, tan sólo con la presentación de una petición o comunicación que reúna todos los requisitos de admisibilidad” (medidas provisionales pendente lite).  Asuntos estos que, en criterio del Estado de Costa Rica, han sido desarrollados magistralmente por la jurisprudencia de la CorteIDH, en especial a través del Asunto Mery Naranjo y otros respecto Colombia (Resolución del 22 de setiembre del 2006 sobre medidas provisionales solicitadas por la CIDH, en particular el voto concurrente del Juez Cançado Trindade en que manifiesta algunas consideraciones de lege ferenda así como otras apreciaciones lex lata y conforme a la normativa internacional vigente dentro del Sistema Interamericano sobre el tema y aplicable).

4. En esa perspectiva jurídica, y en el caso particular de Costa Rica, el Estado desea reiterar sin embargo que, como signatario y parte de la CADH y habiendo reconocido unilateral e incondicionalmente desde 1980 la competencia de la CorteIDH como obligatoria y de pleno derecho, el país privilegia ante todo sus obligaciones internacionales derivadas de los tratados internacionales suscritos y ratificados, en el tanto en que estos establecen un sistema de justicia cautelar esencialmente jurisdiccional a cargo de la CorteIDH y, en relación con la CIDH prevén un mecanismo análogo en lo referente a las peticiones o comunicaciones en que específicamente se alegue la desaparición forzada de personas conforme con la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas de 1994. 

5. El Estado de Costa Rica ante todo destaca la posibilidad con la que cuenta la CIDH para solicitar prima facie medidas provisionales a la CorteIDH, conforme a los artículo 63.2 de la CADH y 19.c del Estatuto de la misma CIDH, por ser ésta la hoja de ruta específicamente trazada por los instrumentos internacionales que ha reconocido el país para la atención de situaciones de urgencia y extrema gravedad, posibilitando a través de las medidas provisionales de la CorteIDH que poseen un carácter jurisdiccional (y que la CIDH está en franca posición de solicitar a priori, incluso ante causam) y además constituye el mecanismo sumario, de origen convencional, y de carácter cautelar y de naturaleza esencialmente tutelar que actúa preventivamente para evitar daños que, de lo contrario, serían de imposible reparación a través del sistema de casos y peticiones.  Asimismo, destacamos correlativamente también la posibilidad de la CIDH, que le ha conferido la CorteIDH bajo su Reglamento desde 1993 y actualmente prevista en el artículo 25.5 de su Reglamento vigente, para solicitar medidas urgentes para evitar daños irreparables a las personas, aún cuando la CorteIDH no estuviere reunida en pleno.

6. Derivado de lo anterior, Costa Rica adicionalmente valora la importancia y alcance de las medidas cautelares de la CIDH como una práctica reglamentaria admitida en general por los Estados miembros de la OEA, consistente con sus mandatos convencionales para, en general, promover la observancia y la defensa de los derechos humanos, actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones sometidas a su conocimiento y formular recomendaciones a los países para fomentar el debido respeto de los derechos humanos (arts. 106 de la Carta de la OEA, 41 de la CADH, y 1, 18.b, 19.a y, particularmente el 20.b del Estatuto de la CIDH). Asimismo, valora la utilidad de las medidas cautelares de origen reglamentario como fuente de recomendaciones
 que la CIDH se encuentra en capacidad de efectuar a los Estados alternativamente a la vía jurisdiccional señalada por la CADH, en cuanto podrían constituir un mecanismo efectivo y eficaz para, sin entrar necesariamente a prejuzgar sobre el fondo del asunto, prevenir daños irreparables a las personas en los casos de urgencia y gravedad.

Aún cuando este se trata de un mecanismo no convencional y de carácter no jurisdiccional, Costa Rica estima que al mismo deben atribuirse esencialmente las características propias de un sistema de justicia cautelar, particularmente a través de un tratamiento que denote sus cualidades de sumariedad (summaria cognitio), provisionalidad (pro tempore), revisabilidad (rebus sic stantibus), extraordinariedad, excepcionalidad, instrumentalidad, accesoriedad, buena fe, debida fundamentación (fumus bonii iuris), extrema gravedad y real urgencia (periculum in mora). De allí derivan especiales consideraciones para garantizar que las medidas cautelares:    a) estén sujetas en todo momento a mecanismos adecuados de revisión periódica de manera oficiosa o a instancia de parte; b) se garantice su carácter esencialmente transitorio; c)  especialmente aquellas medidas independientes del sometimiento de un caso concreto a la CIDH no terminen por desvirtuar el Sistema de Peticiones y Casos, ni se constituyan en un mecanismo reglamentario de justicia cautelar que se erija como una alternativa o tenga efectos sustitutivos del Sistema de Peticiones y Casos, el cual sí tiene un origen claramente convencional; y,  d) su estudio de admisibilidad y, aún más, su solicitud a los Estados sea conducida bajo estrictos criterios de urgencia y extrema gravedad, como criterios centrales para determinar su procedencia. (CP27500)


	MÉXICO

	http://scm.oas.org/pdfs/2011/CP27053S.pdf 



	País/Tema
	III. ASUNTOS DE PROCEDIMIENTO EN LA TRAMITACIÓN DE LOS CASOS Y PETICIONES INDIVIDUALES

	ARGENTINA
	La República Argentina reitera su compromiso con el SIDH y particularmente con la CIDH; compromiso que se ha traducido en una constante política de cooperación y trabajo conjunto entre el Estado y la Comisión. 


Mi Delegación desea enfatizar que la mirada de Argentina hacia el Sistema trasciende a su visualización como un mero mecanismo contencioso proyectándolo como una herramienta de alerta temprana que facilita la adopción de medidas de mejoramiento institucional.


En la experiencia de mi país, el sistema ha jugado un rol destacado en el diseño y adopción de importantes medidas, derivadas de casos individuales, tales como: la política reparatoria por violación de derechos humanos durante la última dictadura militar, la derogación de los delitos de opinión y del código de justicia militar, la promulgación de la nueva ley de migraciones y la reforma del sistema previsional, entre otras.


Esa visión del sistema no impide, sin embargo, que se señalen aspectos que deberían ser mejorados, particularmente en materia procesal.

Plazos iniciales:


Esas mejoras deben apuntar, fundamentalmente, a una mayor celeridad en el trámite de las peticiones y casos, con énfasis en el estudio inicial a través del cual la Comisión determina si la petición presentada reúne los requisitos de índole formal exigidos por el Reglamento para darle trámite.

La Argentina ha venido manifestando, al menos desde 2002 en adelante, su preocupación por las demoras en la evaluación inicial de las denuncias que tramitan ante la CIDH, que en muchos casos, superaron los 7 años desde su formalización ante la Secretaría Ejecutiva de la CIDH hasta su traslado al Estado.


Esta inquietud se sustenta, fundamentalmente, en la falta de una respuesta adecuada del sistema a las situaciones expuestas por posibles víctimas de violaciones a derechos humanos en un determinado Estado, circunstancia que pone en crisis el fin último del mecanismo de protección internacional. Esto es, una respuesta subsidiaria, pero eficaz, a nivel internacional, tendiente a promover el cumplimiento de las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos y a combatir la impunidad.


Esta circunstancia puede poner en juego la credibilidad del sistema, en tanto que los excesivos plazos atentan contra la esperanza de las víctimas de obtener justicia y operan negativamente sobre las posibilidades de producir una eficaz respuesta del Estado. 


Las demoras excesivas en esta etapa del procedimiento vacían de contenido la razón que sustenta el plazo contemplado por el articulo 46.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (que exige al peticionante que la petición sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva a nivel interno), norma fundada, precisamente, en la necesidad de dotar al sistema y al conglomerado de relaciones jurídicas que se producen en el ámbito interno de un Estado que, eventualmente, pueden ser objeto de una petición internacional, de un mínimo escenario de certeza jurídica.


Este escenario proyecta sus efectos negativos incluso frente a la posibilidad de abrir un espacio de diálogo tendiente a explorar una posible solución amistosa del asunto, en tanto que muchas veces la petición llega a conocimiento de las agencias competentes del Estado en materia de derechos humanos cuando las consecuencias de los hechos denunciados ya son, a causa de la demora, irreversibles.


En tal sentido, saludamos con beneplácito los objetivos expuestos en el plan estratégico publicado por la Comisión de reducir los plazos de revisión inicial de las peticiones, proponiendo un máximo de tres meses desde su recepción hasta la adopción de una decisión sobre su eventual tramitación. Dicho plazo es coherente tanto con la naturaleza y alcance de la etapa procesal en comentario, como con el plazo contemplado en el artículo 46.1.b de la Convención.

Mejor aprovechamiento de los recursos disponibles:


Teniendo en cuenta los limitados recursos existentes y que el Plan Estratégico prevé objetivos ambiciosos que deberán tener un correlato financiero que podría demorar en alcanzarse, la Argentina considera importante que se estudien fórmulas que faciliten un mejor aprovechamiento de los recursos disponibles actualmente. 


En particular, Argentina desea sugerir que, siempre dentro del marco de la autonomía e independencia de la Comisión, ésta considerara la posibilidad de introducir algunos criterios objetivos y/o del principio de oportunidad en la determinación de prioridades en el tratamiento de peticiones y casos en trámite ante el sistema, tomando en cuenta la naturaleza, complejidad e impacto de las distintas situaciones que se ponen a consideración de la CIDH. 


Mi Delegación desea recordar que, en el pasado, la Comisión se ha focalizado en temas concretos, tales como seguridad ciudadana, pero éstos han sido temas tratados en informes propios de las Relatorías y no se ha apreciado un correlato con la práctica de prioridades que la Comisión ha venido llevando en el tratamiento del sistema de casos y peticiones.


En definitiva, sin dejar de reconocer la necesidad de reforzar el presupuesto asignado a los órganos del sistema, deseo destacar la importancia de implementar efectivamente una estrategia que permita optimizar el funcionamiento del mecanismo regional de acuerdo a los recursos disponibles. (CP27149)




	Como un objetivo general, sería importante que la CIDH dispusiera de mecanismos transparentes y accesibles para los Estados y los peticionarios, a fin de posibilitar el seguimiento de cualquier procedimiento en trámite. Esta medida, además de ofrecer un instrumento de gestión a la CIDH, que actualmente es común para el trámite de casos en varios sistemas nacionales de justicia, minimizaría la presentación de peticiones sobre las cuales no se toman decisiones o que ya no tienen lugar. 

II –
APLICACIÓN DE PLAZOS ALGUNAS VECES EXIGUOS PARA LA PRESENTACIÓN DE INFORMACIÓN O PARA EL CUMPLIMIENTO DE RECOMENDACIONES: 

Brasil desea poner de manifiesto su expectativa de que la CIDH defina estos plazos de conformidad con las peculiaridades pertinentes a cada caso concreto y conforme a las circunstancias particulares de los países de la región. Si bien no les corresponde a los Estados invocar su propia estructura interna, ni los arreglos institucionales de los cuales depende para justificar eventuales demoras al presentar información o cumplir recomendaciones, será importante que la CIDH, al definir los plazos, tome en cuenta la disposición de los Estados de buscar, de buena fe, darle el tratamiento adecuado a esas demandas. 

III –
AUSENCIA DE PARÁMETROS CLAROS PARA EL ARCHIVO DE PETICIONES Y DE MEDIDAS CAUTELARES:

Pasando al archivo de las peticiones y las medidas cautelares, a Brasil le gustaría poder contar con criterios más claros que orienten el archivo de los casos que hayan perdido objeto o interés de los peticionarios y que no estén más activos. Igualmente, Brasil cree que sería importante que la CIDH tomara en consideración los casos en que hay imposibilidad de cumplir sus recomendaciones por parte del Estado cuando éste, de buena fe, también realizó todos los esfuerzos posibles a fin de dar cumplimiento integral de una recomendación. Mantener los casos abiertos ad eternum tampoco es de interés de la propia CIDH, puesto que los procedimientos abiertos afectan la percepción de su capacidad de resolución de las demandas, lo cual puede desgastar la credibilidad del SIDH.

Brasil coincide con otras delegaciones en que la promoción por parte de la CIDH de soluciones amistosas es un medio de conferirle mayor eficiencia y eficacia al trámite de los casos y peticiones individuales. Al explorar vías alternativas al sistema tradicional del trámite de casos, el cual resulta oneroso en términos de recursos personales, financieros y de tiempo, Brasil espera que sea posible sistematizar el aprovechamiento de sinergias ya existentes entre los usuarios del Sistema, lo que podría contribuir al fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. (CP27501)


	

	COLOMBIA
	Colombia desea reiterar su absoluto compromiso en cuanto al cumplimiento de las obligaciones internacionales adquiridas, que se manifiesta en la observancia, en todo momento, de las exigencias y formalidades propias del litigio ante los órganos del Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos.


Así mismo, aprovecha la oportunidad para reconocer nuevamente el valiosísimo aporte de la Comisión en el propósito compartido de promover y defender los Derechos Humanos en las Américas


En cuanto al tema que nos ocupa hoy, si bien mi delegación está consciente de los múltiples mandatos otorgados a la Comisión frente a las limitaciones presupuestarias, considera que podrían hacerse mejoras en seis aspectos específicos:

1. Pronta Notificación: Consiste en que la CIDH informe al Estado sobre la recepción de una petición tan pronto se culmine la etapa de registro, por cuando el atraso procesal de la Comisión no pude poner al Estado en desigualdad jurídica frente a los peticionarios. A pesar de que la pronta notificación no cambia los hechos, si permite a los Estados tomar medidas de protección y atención a las víctimas, de manera que al transcurrir el tiempo, el acudir al Sistema Interamericano se haga incluso innecesario, descongestionándolo. Así mismo, la pronta notificación permite al Estado preparar su respuesta con el propósito de brindar mejores argumentos para facilitar y agilizar los trabajos de la Comisión.

2. Actualización de lo hechos: Algunas peticiones son remitidas al Estado muchos años después de que han sido recibidas por la Secretaría de la Comisión. Resulta pertinente en ese caso hacer un esfuerzo adicional para que la información que se transmite finalmente al Estado esté debidamente actualizada y contemple el desarrollo de los hechos acaecidos durante el tiempo en el cual el Estado no había sido aún notificado de la petición.

3. La Comisión debe ser flexible en el otorgamiento de plazos: toda vez que el proceso actual de descongestión que adelanta la Comisión ha generado una complicada coyuntura al interior de los Estados, pues el elevado número de peticiones recibidas en los últimos meses suponen un arduo trabajo de organización, recolección y consolidación de información frente a cada una de las denuncias. 

4. Que se le conceda al Estado un trato igualitario al de los peticionarios y se le otorgue plazos razonables y equivalentes para la presentación de observaciones: lo anterior con el objeto de asegurar el respeto a las garantías de igualdad procesal, seguridad jurídica, contradicción y debido proceso que cobijan al Estado en el trámite internacional.

5. Determinación e individualización de las víctimas. Sin lo cual no es posible caracterizar los hechos alegados ni analizar el previo agotamiento de los recursos internos y en consecuencia, se hace difícil identificar la responsabilidad internacional imputable al Estado.

6. Finalmente, frente a la acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo, es pertinente mencionar que diferir el tratamiento de la admisibilidad al fondo, afecta sustantivamente el debido proceso. Por lo tanto, se debe reevaluar la pertinencia y los requisitos específicos para la procedencia de esta figura. (CP27269)



	COSTA RICA


	Costa Rica estima que el problema más inmediato que aqueja al Sistema de Casos y Peticiones Individuales ante la CIDH es el resultante de la situación de retraso, la duración del trámite y la mora procesal que se produce en consecuencia.  Ello ha sido, a la vez, una de las principales disconformidades generalizadas de los usuarios del Sistema, tanto de las víctimas, la sociedad civil y los Estados.  La inexistencia de plazos concretos para que la CIDH resuelva las peticiones o casos, es un asunto que llama la atención en las normas de procedimiento que la misma CIDH se ha dado a sí misma a través de su reglamento.

Siendo que la inexistencia de plazos para resolver es un asunto que definitivamente contribuye a esta situación, y que redunda en la inseguridad jurídica para todos los usuarios del sistema y posiblemente en la confianza y en la credibilidad del mismo, se estima conveniente que la CIDH incorporase plazos al menos de carácter indicativo en cada una de las fases del procedimiento que, cuando poco, pudiesen servir de guía a los usuarios del Sistema en cuanto sus expectativas de prever un espacio temporal aproximado para conocer el resultado de sus pretensiones de trámite, admisibilidad y resolución final.

Por lo demás, Costa Rica considera que un reforzamiento de los criterios procesales para el archivo de expedientes bajo las consideraciones del concepto jurídico procesal del “interés actual”, podría redundar en un beneficio cualitativo para el descongestionamiento del Sistema.  En ese sentido, sería recomendable que la CIDH revise y actualice los criterios imperantes para la admisibilidad de las peticiones individuales aplicando criterios de mayor rigurosidad conforme lo estatuya la normativa vigente y aplicable, así como un mayor reforzamiento de los plazos establecidos para la presentación de peticiones individuales.

Esto facilitaría finalmente un rol más activo de la CIDH y, por ende, una mejor atención y tramitación de las peticiones y casos, lo cual redunda en una protección más efectiva y oportuna de los Derechos Humanos en el Sistema Interamericano. (CP27500)



	ECUADOR


	Respecto de los Asuntos de Procedimiento, la Delegación del Ecuador más que referirse a aspectos puntuales, y en razón de su calidad de Presidencia de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, formuló un llamado a los Estados  a tener presente los insumos que produjo el Proceso de Reflexión que sobre el Fortalecimiento del SIDH se llevó a efecto en 2007-2008, y  que, con la información que los órganos del SIDH han tenido a bien proporcionar, ha sido posible circular ese documento  incorporando la información aportada tanto por la CIDH como por la Corte IDH. (CP/CAJP- 2665/08 rev. 8 corr. 3 add. 1, circulado el 18 octubre de 2011).  Lo dicho a fin de que la información contenida en el citado documento pueda ser útil en la  elaboración de propuestas de parte del GT y coadyuve a refinar y puntualizar las propuestas que a bien tengan los Estados realizar en el marco de este GT. (CP27485)


	ESTADOS UNIDOS
	Archivo y cierre de casos


Apreciamos la oportunidad para examinar y racionalizar la carga de casos de la CIDH para que sea más efectivo de manera que la Comisión esté en una mejor posición para cumplir con su mandato de proteger y promover los derechos humanos en todo el Hemisferio.


Por ejemplo, hemos sostenido que una forma factible de reducir la carga de casos  en forma sustancial e inmediata es si la Comisión (y su personal) aplican de manera más rigurosa y congruente los criterios actuales de admisibilidad contenidos en los Artículos 28-34 del Reglamento de la Comisión, en particular, los siguientes: 1) Agotamiento de los recursos internos (Artículo 31); 2) Plazo para la presentación de peticiones (Artículo 32); y 3) Artículo 34, el cual establece que las peticiones son inadmisibles si no se exponen los hechos que tienden a establecer que hay una violación de los derechos humanos si la petición es "manifiestamente infundada o improcedente."


Otro enfoque para ayudar a la racionalización de la carga de casos de la CIDH y permitirle a la Comisión que se ocupe y focalice la atención en los reclamos más apremiantes de derechos humanos es el archivo o cierre de casos más temprano y de una manera más pragmática. Sería beneficioso a la institución si se mantuviera una carga de casos que sea genuinamente abierta, activa y potencialmente capaz de ofrecer remedio al peticionario.


Por ejemplo, un caso se puede cerrar en las siguientes situaciones: 1) Cuando el peticionario no continúa con el caso durante un período determinado; 2) Cuando el caso ha perdido relevancia jurídica debido a acontecimientos tales como, por ejemplo, el fallecimiento del peticionario. La doctrina de las cuestiones irrelevantes “Mootness Doctrine” es una doctrina estándar en la jurisprudencia estadounidense, la cual asegura que un órgano judicial o administrativo que examina un caso asigna sus recursos a los casos en los que hay una controversia vigente o activa; 3) Cuando ya no existe la posibilidad, después de un específico y prolongado período (por ejemplo, 10 años) qu se le pueda ofrecer potencialmente un remedio al peticionario.


Ningún interesado se beneficia de mantener un caso pendiente durante varios años y no hay posibilidades que el Estado implemente las recomendaciones, por ejemplo, cuando el peticionario ha fallecido. El archivo de este tipo de casos le permite a la Comisión centrar la atención de sus limitados recursos en casos que presentan una controversia actual y vigente, cuando un peticionario puede tener la posibilidad de beneficiarse de un remedio disponible, de que su perjuicio sea compensado y pueda ver un mejoramiento material de su vida.



Solicito a Vuestra Excelencia respetuosamente que imparta las instrucciones necesarias para que se distribuya una copia de la presente nota a las demás Misiones Permanentes ante la OEA para su conocimiento y fines pertinentes.


Aprovecho la oportunidad para reiterar a Vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta y distinguida consideración. (CP27240)


	MÉXICO
	La Corte ha señalado, en reiteradas ocasiones, que se debe guardar un justo equilibrio entre la protección de los derechos humanos, fin último del sistema, y la seguridad jurídica y equidad procesal que aseguran la estabilidad y confiabilidad de la tutela internacional. Lo contrario acarrearía la pérdida de la autoridad y credibilidad indispensables en los órganos encargados de administrar el sistema de protección de derechos humanos.

1. Trámite de peticiones

Es esencial que en el trámite de peticiones, la CIDH dé el debido seguimiento a los asuntos y no transmita un alto número de escritos de partes pertinentes de los peticionarios que versan sobre los mismos argumentos. Estos procesos se vuelven sumamente largos desgastantes para las partes.

2. Plazo para el traslado de peticiones iniciales al Estado
Observamos un retraso en el traslado de los escritos de petición inicial al Estado. Creemos que ese retraso genera una afectación real en la atención de los asuntos. El buen funcionamiento del sistema interamericano y la debida protección de las víctimas, parte de la responsabilidad tanto de los Estados como de la CIDH. 

En este tenor, existe preocupación por parte de México en que la CIDH retrase el trámite de los asuntos, hasta por 6 años, violentando los principios generales de seguridad jurídica y equilibrio procesal entre las partes.

3. Criterios para la admisibilidad de las peticiones: el agotamiento de los recursos internos.

Un tema fundamental para el buen funcionamiento de CIDH es la adopción y aplicación de criterios para dar trámite a las peticiones.

En casos en los que el Estado argumenta que se actualiza la excepción preliminar de no agotamiento de recursos internos, la CIDH suspende el trámite de la petición pero no archiva el asunto, sino que espera a que los peticionarios agoten los recursos de derecho interno para después seguir con el trámite de la petición ante el sistema interamericano.

Aunque la propia Convención matiza los alcances del principio de agotamiento de los recursos internos, llama la atención la frecuencia con la que se llevan a cabo procesos paralelos a nivel interno y en la Comisión por la ausencia de un análisis y determinación de un hecho fáctico como el agotamiento de los recursos internos, con lo cual se vulnera el principio de subsidiariedad y desalienta a los peticionarios a promover los recursos pendientes
4. Certidumbre sobre la forma en la que la CIDH determina el archivo de asuntos. 

Es importante que existan reglas claras sobre este tema para que las partes en el proceso tengan seguridad jurídica. El objetivo de tales reglas es que se establezcan plazos límites para el archivo de los casos en que no exista actividad procesal.

Cuando hay inactividad procesal, en varias ocasiones el Estado solicita a la CIDH el archivo del asunto y, lejos de acusar recibo de la falta de interés del peticionario, emiten un informe de admisibilidad o, incluso, de fondo. 

Asimismo, no resulta eficaz que se siga el trámite de asuntos en los que la situación que se planteó en un inicio de la petición cambió, de tal manera que se han quedado sin materia, pero por la falta de seguimiento de la CIDH, no se dicta su archivo. 

Es de suma importancia que la determinación de archivar un asunto por la CIDH sea uniforme y definitiva, lo cual hará que el sistema sea transparente y asegure la seguridad jurídica de todos los actores.

5. La cuarta instancia

Otro tema importante que debe analizarse y que cobrará mayor relevancia en tanto las sociedades conozcan y utilicen la facultad de queja ante el sistema, es el principio de la cuarta instancia. Cada vez se recibe un mayor número de asuntos en donde es notorio que se busca utilizar al sistema como un tribunal de alzada con el fin de revisar determinaciones judiciales internas y no como un mecanismo de protección de derechos humanos. La Comisión debe ser cuidadosa en evitar que esta práctica desvirtúe al sistema. 

6. El valor de la prueba en procedimientos de derechos humanos.

Por último, quisiera señalar el tema del valor de la prueba en un procedimiento de derechos humanos vis-a-vis un proceso penal. Es entendible que por la naturaleza de los derechos humanos la valoración de la prueba y la exigencia para su valoración (admisión salvo prueba en contrario del Estado) tiene un papel importante. Sin embargo, cuando se busca traslapar directamente las decisiones de derechos humanos a exigencias de derecho penal con frecuencia se plantean recomendaciones o sentencias de cumplimiento incierto o imposible. Ello repercute indudablemente en la valoración sobre el grado de cumplimento de recomendaciones de la CIDH y sentencias de la Corte. (CP27263)


	País/Tema
	IV. SOLUCIONES AMISTOSAS

	ARGENTINA
	La Argentina sostiene su tradicional política de cooperación con los órganos del SIDH. Desde tal perspectiva, la Argentina postula al proceso de solución amistosa como una opción de preferente análisis a la hora de adoptar una decisión respecto de una petición.

La Argentina mantiene actualmente varios procesos de solución amistosa en curso en distintas etapas, en cuyo marco se apunta, esencialmente, a construir políticas públicas de mejoramiento institucional sobre la base de lo acontecido en un caso individual.

Desde tal perspectiva, mi país es pródigo en ejemplos de soluciones amistosas con impacto institucional a partir de un caso individual. 

A modo de ejemplo, puedo citar la política reparatoria del Estado argentino por violaciones de derechos humanos acontecidas en la última dictadura militar (Caso "Birt y otros"); la derogación del Código de Justicia Militar y su sustitución por un sistema de administración de justicia militar plenamente respetuoso de los estándares internacionales (Caso Correa Belisle), y la adopción de una nueva Ley Migratoria (Caso Juan Carlos de la Torre), entre otras cuestiones.

Sin perjuicio de ello, y en atención a la complejidad que presentan muchos de estos casos sometidos a procesos de solución amistosa, mi país ha promovido un mayor involucramiento de la Comisión.

En este sentido mi Gobierno apoya decididamente que la Comisión asuma un rol más activo en los procesos de solución amistosa. De acuerdo a la interpretación armónica de la Convención y del Estatuto de la CIDH (Arts. 41.e y 48.f de la CADH y 18.e y c del Estatuto) la Argentina considera que la Comisión tiene competencia plena para asumir un rol de esa naturaleza, por si o encomendando dicha tarea a un relator temático o a un experto independiente, como ocurrió en el contexto del caso "AMIA".

Por otro lado, advertimos que, en determinados casos, la Comisión mantiene importantes demoras en la evaluación de los acuerdos de solución amistosa suscriptos entre las partes, respecto de los cuales ésta debe pronunciarse en materia de compatibilidad con el objeto y fin de la Convención, a través de la adopción del informe contemplado por el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

En ese sentido, mi país observa que hasta tanto el acuerdo de solución amistosa no sea aprobado por la vía del citado informe, éste no adquiere plena virtualidad jurídica, obstaculizando de tal forma la ejecución de eventuales compromisos allí asumidos. 

En definitiva, la Argentina valora positivamente la institución de la Solución Amistosa como mecanismo de resolución no contenciosa de un caso en trámite ante el SIDH, al tiempo que reitera la necesidad de que la Comisión diseñe un protocolo de actuación en materia de soluciones amistosas que prevea la asunción de un rol más activo que facilite el impulso del proceso.

Asimismo, la Argentina vería con agrado que los acuerdos de solución amistosa debidamente suscriptos entre las partes sean sometidos a evaluación y eventual aprobación dentro de un plazo razonable, que debería estar previsto en el citado protocolo de actuación. (CP27232)




	V –
PAPEL DE LOS ESTADOS EN EL FORTALECIMIENTO DEL MECANISMO DE SOLUCIÓN AMISTOSA

Brasil desea recordar un aspecto importante de la discusión. Sin perjuicio de todas las sugerencias presentadas sobre el trabajo de la CIDH, se debe reconocer que también les corresponde a los Estados asumir como práctica la búsqueda, de buena fe, de soluciones amistosas para los procedimientos en trámite ante la CIDH. En este sentido, creemos que es de gran interés compartir en forma colectiva las experiencias exitosas acumuladas por los Estados en este campo, sobretodo en lo que se relaciona a la institucionalización de los mecanismos de solución amistosa. Bregamos, por lo tanto, para que los Estados contribuyan al trabajo de elaboración y difusión de parámetros por la CIDH, a fin de incorporar estos parámetros en sus respectivas directrices internas. (CP27501)


	

	COSTA RICA
	Costa Rica valora positivamente el mecanismo de las soluciones amistosas como una manera legítima de lograr, mediante el concurso de la voluntad de las partes, la satisfacción de los intereses en juego dentro de los procesos que se llevan a cabo ante la CIDH.  La CIDH ha valorado también este asunto en términos generales al indicar, conforme a los artículos 48.1.f) y 49 de la CADH, que este procedimiento tiene esencialmente como fin “llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”, expresando la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención (pacta sunt servanda), y que el mismo “permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa, y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un instrumento importante y efectivo de solución, que puede ser utilizado por ambas partes”.

Al mismo tiempo, la CorteIDH ha reconocido la trascendencia de la solución amistosa y reconocido el papel de la CIDH en esta materia, al indicar que: “(…) la Corte carece de poder para cumplir una importante función que la Convención confía en la Comisión, en virtud de que ésta no es un órgano judicial, como es la de gestionar soluciones amistosas, dentro de una amplia misión conciliadora. Este tipo de solución tiene la ventaja para el denunciante individual que requiere su consentimiento para materializarse. Todo enfoque que conduzca a negar a los individuos, en especial a las víctimas, el procedimiento ante la Comisión los privaría del importante derecho de negociar y aceptar libremente una solución amistosa, con la ayuda de la Comisión y ‘fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención’ (sic)".

La solución amistosa constituye, además, un mecanismo idóneo para lograr el descongestionamiento del Sistema y es susceptible de fomentar un mayor compromiso de los Estados con el respeto y protección de los derechos humanos.

En la perspectiva dogmática internacional, debe decirse que el arreglo amistoso de las controversias y, en general, la búsqueda de soluciones a través del diálogo, la negociación, la conciliación o la mediación, se configuran dentro de los principales propósitos de la comunidad internacional y tanto la Carta de las Naciones Unidas como de la OEA contienen estos principios, sin mencionar otros tratados interamericanos especiales que versan sobre la materia.
Entre las virtudes que se asigna a la solución amistosa, pueden señalarse la posibilidad de facilitar un diálogo directo entre las partes y, anejamente, una función de distensión entre estas, a través de un procedimiento ágil, económico y eficaz, que resulta complementario al Sistema de Casos y Peticiones y es apto para fomentar una capacidad innovadora para explorar y lograr nuevos espacios para la restitución y reparación a las víctimas y la satisfacción de las partes.

No obstante, el perfeccionamiento de dicho mecanismo requiere de una participación activa y constructiva de la CIDH como facilitadora de acuerdos entre las partes y, en ese sentido, del desarrollo de nuevas capacidades institucionales a lo interno de la CIDH para llevar a cabo dicha labor eficientemente.  Costa Rica observa con buenos ojos los esfuerzos de la CIDH por crear una Unidad de Soluciones Amistosas en su estructura organizativa y es consciente de que ello a la vez requerirá del compromiso financiero de los Estados para contribuir a crear esas capacidades en la CIDH.

En la perspectiva del Estado costarricense, más allá de los buenos oficios, la función de la CIDH en el contexto de los procedimientos de solución amistosa debería acercarse más a una función conciliadora, entre las posibles técnicas de solución pacífica de controversias, pues es este el mecanismo que le permite una mayor capacidad de maniobra en su actuar dentro de este procedimiento, y subsidiariamente de supervisión del procedimiento cuando se instituyeren otros mecanismos o técnicas de solución alternativa de controversias.
En la experiencia costarricense, se hace necesario ampliar el mecanismo de las soluciones amistosas para que no sólo se encuentre disponible para las partes en la fase de admisibilidad y la etapa de fondo dentro del procedimiento, sino también luego de las etapas de trámite una vez producido el informe de fondo.  Para muchos de los Estados, y este es el caso de Costa Rica, los procesos políticos internos del país muchas de las veces exigen una mayor claridad en cuanto a las pretensiones formuladas dentro del caso a fin de iniciar un procedimiento de solución amistosa.  Es por ello que la utilidad y pertinencia de este mecanismo podría reforzarse al contemplarse y ejercitarse la posibilidad de procurar arreglos amistosos entre las partes una vez producido el informe de fondo y procurando adecuar los plazos para ese fin y para el cumplimiento de los compromisos que correspondieren bajo los mecanismos de supervisión y seguimiento que resulten pertinentes.

La posibilidad de soluciones amistosas luego del informe de fondo y de que la CIDH juegue un papel más proactivo en esa etapa, redundaría en una labor de facilitación de acuerdos y soluciones satisfactorias sobre el fondo que sean construidas a partir de bases concretas y más ostensibles para lograr un acuerdo.  Por el contrario, limitar la posibilidad de soluciones amistosas a las etapas de trámite significa muchas de las veces limitar la posibilidad de lograr arreglos amistosos entre las partes con plena satisfacción de los derechos e intereses en juego y la inminente judicialización del proceso.

A la par de esto, Costa Rica aprecia que las soluciones amistosas a la fecha son conducidas la mayoría de las veces de manera empírica entre las partes en ausencia de reglas o pautas claras al respecto, por lo que sería recomendable un pliego de condiciones mínimas para mayor certeza y satisfacción de las partes. (CP27500)


	MÉXICO
	En primer lugar, permítame, señor Presidente, señalar que México concede una enorme importancia a la solución amistosa de los casos que se ventilan ante la Comisión, y, cada que las circunstancias lo permiten, privilegia su utilización por sobre cualquier otro curso de acción, con pleno apego y respeto a los derechos humanos contenidos en los instrumentos relevantes y a los estándares internacionales en la materia

Sin lugar a dudas, esta vía de solución de controversias ofrece diversas ventajas.  Se trata naturalmente de un procedimiento que reduce significativamente la confrontación entre los peticionarios y el Estado, lo cual, más allá de ahorrar un considerable desgaste y la utilización de recursos económicos, fomenta una mayor confianza por parte de los ciudadanos en sus gobiernos y demuestra el compromiso de éstos últimos con el respeto y la protección de los derechos humanos.  Asimismo, dado que la resolución se alcanza de manera consensuada y atendiendo al contexto particular en que se encuentran las partes, las medidas de reparación resultan más adecuadas para el caso en concreto y se facilita la implementación de las mismas. Se evita de igual forma la revictimización de los peticionarios, con todos los efectos adversos que ella produce, y, al tratarse de un procedimiento que se tramita en mucho menor tiempo, éste redunda principalmente en beneficio de los peticionarios y resulta más acorde al derecho de toda persona a acceder a una justicia expedita.

Es por ello que México continuará recurriendo a esta vía, en los términos previstos en los instrumentos relevantes, como opción preferente para la atención de peticiones, y no cesará en sus esfuerzos por promover su utilización y por encontrar fórmulas o mecanismos que propicien una tramitación más eficaz de la misma.

Precisamente respecto a este último punto, mi país considera que el acompañamiento de la Comisión en los procesos de solución amistosa de casos, primordialmente en aquellos que entrañan mayor complejidad, es fundamental. Gracias a la experiencia y experticia de la Comisión y su personal en la materia, y a su carácter neutral respecto de las controversias, su involucramiento promueve la disposición de las partes a enfrascarse en un genuino procedimiento de solución amistosa, contribuye a distender negociaciones respecto de la cuestiones más controvertidas, ofrece nuevas perspectivas u opciones sobre posibles cursos de acción a seguir, genera mayor confianza entre las partes y asegura que la solución amistosa se funde en el respeto a los derechos humanos. Además, México considera que este acompañamiento contribuye a que el acuerdo final que alcancen las partes pueda ser aprobado por la Comisión en un tiempo razonable para dar por terminado el caso.

México desearía, en este sentido, que la Comisión ejerciera de forma más activa las atribuciones que le confiere la propia Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como su Estatuto y su Reglamento, en materia de solución amistosa de los asuntos de que conoce. Para ello, valdría la pena explorar la posibilidad de que la Comisión designara a relatores o expertos independientes en materia de solución alternativa de controversias, que pudieran trabajar de la mano con los Estados y peticionarios en la búsqueda de acuerdos satisfactorios que pusieran fin a los casos correspondientes. Consciente de la carga presupuestaria que ello implicaría, mi delegación está en la mejor disposición de contribuir a buscar esquemas de financiamiento para enfrentar los costos correspondientes.

Asimismo, México observa que una de las tareas más útiles que podría llevar a cabo la CIDH en este tema se encuentra en proveer mayor información a las partes sobre dichos procedimientos. Para tal efecto, la Comisión se podría abocar a la elaboración de un compendio de buenas prácticas en la materia, basada en experiencias exitosas de solución amistosa en el pasado, la cual pudiera servir de guía para aquellos Estados interesados en recurrir a tales procedimientos. Sería útil que dicho compendios o cualquier otro documento de similar naturaleza incluyera las medidas de reparación que se han acordado en tales procedimientos.

Por otra parte, a efecto de que los procedimientos de solución amistosa se solventen en el menor tiempo posible y tengan así un impacto positivo en la reducción de la carga de trabajo de la CIDH, resultaría óptimo que, como mencioné anteriormente, la Comisión pudiera reducir en la medida de lo posible los plazos para la aprobación final de los acuerdos.

Finalmente, mi delegación toma nota de los esfuerzos que lleva a cabo la Secretaría Ejecutiva de la Comisión por atender éstas y otras preocupaciones sobre el tema que nos ocupa, así como de sus necesidades para poder implementar el Plan de Acción al respecto, contenido en el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH. Contribuiremos constructivamente a identificar formas en las que se pueda asistir a la Secretaría Ejecutiva para lograr consolidar la utilización efectiva de esta vía idónea de solución de controversias. (CP27263)


	PANAMÁ
	De la misma manera solicitamos a la Comisión, un mayor involucramiento en el proceso de soluciones amistosas, y por lo cual, aplaudimos y acogemos con  beneplácito la reciente creación de dicha unidad dentro del equipo de trabajo de la CIDH. (CP27521)



	URUGUAY
	Respecto del instituto de las soluciones amistosas al que nuestra delegación le otorga una gran importancia en los procedimientos ante la Comisión Interamericana sobre Derechos Humanos (en adelante CIDH o la Comisión), vamos a sistematizar el tema ordenándolo  en seis capítulos que pensamos brindarán una visión muy general aunque completa sobre el mismo. Dichos capítulos son: 

1.
Ubicación del instituto en la CIDH

2. Características
3. Definición
4. Actores
5. Procedimiento
6. Conclusiones
1) Ubicación.-

Las soluciones amistosas se encuentran previstas en la normativa de la CIDH en dos lugares:

a) en la misma Convención Americana (Sección 4. Procedimiento, artículo 48, literal “f”) el cual establece:

            “Se pondrá (la Comisión)  a disposición de las partes interesadas, a fin de “llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los “derechos humanos reconocidos en esta Convención”

b) en el Reglamento de la CIDH: el artículo 41 en su numeral 1. Establece:

 “La Comisión se pondrá a disposición de las partes en cualquier etapa del “examen de una petición o caso, por iniciativa propia o a solicitud de “cualquiera de ellas a fin de llegar a una solución amistosa del asunto “fundada en el respeto de los derechos humanos establecidos en la “Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración “Americana y otros instrumentos aplicables”.

Posteriormente, el mismo artículo 41 del Reglamento, en los numerales 2 al 6, continúa enumerando otras características y etapas del trámite.

2) Características.- 

Las características que reviste el instituto de soluciones amistosas surgen de la lectura de la normativa que hemos expuesto anteriormente y pueden sintetizarse en las siguientes:

a) Consenso de las partes (art. 41.2): “se iniciará y continuará” dice el Reglamento, en base al consenso de las partes, presupuesto esencial para que el mecanismo prospere;

b) Facilitación:  (art. 41.3) esta característica será objeto de referencia cuando tratemos procedimiento; 

c) Informe:  (art. 41.5)

d) Acuerdo de la/s víctima/s:  (art. 41.5)  la normativa exige que la Comisión verifique, antes de emitirse el informe sobre la solución acordada, que la víctima de la presunta violación o en su caso sus causahabientes estén de acuerdo con la solución amistosa a que se ha llegado;

e) La solución debe fundarse en el respeto de los derechos humanos reconocidos en la Convención Americana sobre DD.HH., la Declaración Americana y otros instrumentos aplicables (art. 41.5);

f) Carácter vinculante para las partes: la doctrina destaca especialmente este requisito, que es una característica por otra parte de los procesos de conciliación. Una vez homologado el acuerdo, no pueden las partes o una de ellas desconocerlo o negarse a cumplirlo, ya que ello generará su responsabilidad y podrá ser llevada ante la Corte Interamericana;

g) Fiscalización del cumplimiento por parte de la CIDH (art.46): el seguimiento del cumplimiento es otra característica importante. Una vez publicado el informe sobre la solución amistosa arribada, la Comisión “…tomará las medidas de seguimiento que considere oportunas…”. y seguidamente alude a algunas de estas medidas de seguimiento.

3) Definición.-

La doctrina interamericana ha definido la solución amistosa como “un acto jurídico por medio del cual las partes en conflicto, antes de un proceso o en el transcurso de éste, se someten a un trámite conciliatorio para llegar a un convenio de todo aquello susceptible de transacción y que lo permita la ley”.

Constituye pues, un auténtico “procedimiento de conciliación” para hacer que el Estado cuestionado pueda obtener una solución al asunto antes de ser demandado ante la Corte (y arriesgarse al demérito de una sentencia desfavorable) pero también obra a favor del denunciante, para que pueda obtener un remedio apropiado a su reclamación, de un modo más sencillo y rápido.

Desde comienzos de la década de los noventa, la CIDH ha venido haciendo un uso creciente y sistemático de este mecanismo con bastante éxito, al punto que varios casos de importancia han sido solucionados por esta vía. 

4) Actores.-


Los actores a cargo de accionar y llevar adelante este mecanismo son tres: a) el peticionario, b) el Estado denunciado y c) la Comisión. Esta actúa como “mediadora” o facilitadora, en un rol que veremos a continuación.

5) Procedimiento.-

a) Oportunidad:  en cualquier etapa del examen de una petición o caso (art. 41.1);

b) Iniciativa:  de la propia Comisión o a solicitud de cualesquiera de las partes o de ambas conjuntamente;

c) Facilitación: la actividad “facilitadora” de la Comisión consiste en proponer medios de avenimiento, reuniones con las partes, etc. La doctrina interamericana ha calificado esta actividad como de índole “diplomático-política”. La doctrina señala que la tarea principal de la CIDH consiste en “acercar a las partes para que éstas negocien” pero que incluso puede ir más allá y sugerirles directamente las bases para arribar a un entendimiento;

d) Acuerdo sobre el punto de conflicto:  si éste se produce, entonces la Comisión debe verificar si los alcances del mismo satisfacen a la/s víctima/s o derechohabientes de esta/s (art. 41.5);

e) Homologación (aprobación) del informe, que contendrá “…una breve exposición de los hechos y de la solución lograda…: (art. 41.5 y 49 de la Convención Americana);

f) Comunicación y las partes y publicación del informe.

6)
Conclusiones.-
A la luz de lo expuesto precedentemente, podemos concluir en que el instituto de la solución amistosa es un mecanismo del SIDH apto, eficaz, dinámico y económico, que brinda a las partes una solución rápida y generalmente satisfactoria, conforme a los principios generales sobre derechos humanos y a la legislación reconocida al respecto.

Constituye en suma, un instrumento valioso que debe ser mantenido y enriquecido con su práctica constante. (CP27191)




	País/Tema
	V. CRITERIOS PARA LA CONSTRUCCIÓN DEL CAPÍTULO IV DEL INFORME ANUAL DE LA CIDH

	ARGENTINA
	En este tema deseo recordar la posición tradicional que siempre ha sostenido mi Gobierno en el sentido que el establecimiento de los criterios para la elaboración de un informe de país (tal como es el capítulo IV) surge de las facultades con las que cuenta la CIDH, en el marco de su autonomía e independencia, artículo 41 de la Convención Americana de Derechos Humanos. (CP27264)  



	COLOMBIA
	Colombia agradece este espacio de diálogo que sin duda permite avanzar en la mejora continua del Funcionamiento de la CIDH y del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en su conjunto y adicionalmente, contribuye a cumplir lo dispuesto en el operativo 11 de la resolución 2672 de 2011, el cual consagra: “Convocar a la CIDH a continuar el  diálogo  con los Estados y demás usuarios del sistema sobre la metodología utilizada para construir la información que se presenta en el capítulo IV de su informe anual, invitando a reflexionar conjuntamente sobre cómo mejorar la eficacia de este mecanismo”.

En ese sentido, dentro del más irrestricto respeto a la autonomía e independencia de la CIDH, mi delegación desea referirse a 2 asuntos específicos: Metodología y Eficacia. 

1. Metodología

Para la ilustración de este particular citaremos las palabras literales de la señora Comisionada Luz Patricia Mejía, contenidas en el Capítulo IV del último Informe Anual, en el segmento relativo a Colombia: “Considero que en el caso de Colombia y los demás países incluidos en el capítulo 4 no se ha hecho un adecuado análisis del resto de los países que estén en similares o peores circunstancias en el continente. Al efecto, considero que la metodología a la fecha utilizada no da a ciencia cierta elementos para medir la situación de cada uno de los países de la región y en concreto una visión no parcializada y segmentada del cumplimiento de las obligaciones que en materia de derechos humanos tienen los Estados de la región".

Sobre este particular, si bien los cinco criterios de inclusión de un país en el capítulo IV del informe anual están claramente definidos, Colombia observa con preocupación que las problemáticas descritas en tales criterios son comunes a la región y no exclusivos de los países que actualmente son objetos de “especial atención” por parte de la Comisión. En ese sentido resulta pertinente instar a la CIDH a perfeccionar la metodología para la construcción del capítulo IV, estableciendo parámetros y criterios que permitan abordar el análisis de las situaciones de violación de derechos humanos de forma objetiva. Adicionalmente, tales parámetros y criterios deben facilitar la identificación de notables avances que sustenten la no inclusión de un país dentro del mismo, como reconocimiento a los esfuerzos y los resultados registrados en un lapso determinado, pues resulta significativo que, en los últimos 5 años, no se haya registrado ninguna modificación en cuanto a los Estados incluidos en el precitado capítulo. 

A manera de ejemplo, la reforma del Sistema de Protección de los Derechos Humanos en las Naciones Unidas ha mostrado resultados positivos, gracias al cambio del proceso selectivo y parcializado; al nuevo de Examen Periódico Universal. Al mantener las actuales evaluaciones discriminatorias se corre el doble riesgo de ser, por un lado, arbitrario con los Estados señalados y por el otro, se ignoran graves problemas en todos los demás que han sido excluidos, de forma tal que no es posible hacer análisis objetivos regionales que permitan la implementación conjunta de soluciones a problemáticas compartidas. Vale la pena resaltar que tal visión ya ha sido recogida en el funcionamiento de otros mecanismos interamericanos. 

Así mismo, Colombia se permite resaltar la importancia de garantizar la observancia de lo contenido en el numeral 2 del artículo 59 del reglamento vigente de la CIDH, el cual establece la necesidad de remitir al Estado concernido, una copia de los informes generales, especiales o de seguimiento, permitiéndole al mismo la opción de allegar las observaciones que estime pertinentes, las cuales, como se está haciendo en la actualidad, deben aparecer en la versión final del informe; no obstante, en el mismo lugar y con el mismo grado de visibilidad que se le otorga a otras fuentes. Sólo así la CIDH dará tratamiento igualitario y equilibrado a la información oficial entregada por el Estado. En el mismo sentido, resulta oportuno ampliar el plazo de responder tales informes que por su naturaleza exigen un ejercicio amplio de consulta y consolidación de información al interior del Estado, en concurso con las autoridades nacionales pertinentes.


2. Eficacia del mecanismo. 

Mi delegación desea reflexionar sobre la relevancia de elaborar un capítulo con señalamientos a los países dentro del informe anual, cuando actualmente la Comisión produce valiosos informes temáticos y de país, los cuales se suman a los trabajos de monitoreo, a las actividades y a los informes que constantemente producen las relatorías de la CIDH. Lo anterior cobra particular relevancia en un contexto de notables limitaciones presupuestales que exigen un ejercicio de racionalización de los recursos existentes. 

Para la delegación de Colombia el contenido el informe anual debe ajustarse a lo definido en el literal a del numeral primero del artículo 59 del reglamento de la CIDH y en tal sentido registrar “Un análisis sobre la situación de los derechos humanos en el hemisferio, junto con las recomendaciones a los Estados y órganos de la OEA sobre las medidas necesarias para fortalecer el respeto de los derechos humanos”. Tal aproximación contribuiría eficientemente al propósito de promover el  cumplimiento de las obligaciones y los compromisos del Estado en materia de derechos humanos, garantizando la universalidad, la igualdad de trato de la CIDH frente a los Estados, la objetividad y la no selectividad, eliminando así la aplicación de dobles raseros y la politización. (CP27270)


	ECUADOR
	Sobre este tema el La Delegación del Ecuador cuestionó la  conveniencia  de que los criterios establecidos por la CIDH para incluir países en el Capítulo IV de su Informe,  sean los  únicos a tomar en cuenta, mismos que muchas veces no toman en debida cuenta las informaciones estatales y se remiten casi que exclusivamente a fuentes privadas, cuando debería  primar un sano equilibrio en el uso de las fuentes de información que alimentan el Capítulo IV. El Ecuador planteó también que dichos criterios se revisen, se actualicen y que permitan visibilizar de manera equilibrada todas las violaciones de derechos humanos, sin privilegiar los derechos civiles y políticos, y dando debida cabida a l análisis también de las violaciones de los derechos económicos, sociales y culturales.

En este sentido, la Delegación del Ecuador llamó la atención sobre el desequilibrio que se genera sobre la tutela y protección de unos derechos cuando se establecen situaciones privilegiadas de atención y de financiamiento para monitorear un determinado derecho. Particularmente, el Ecuador no halla equilibrado que en la CIDH exista una Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, que cuenta con personal exclusivo dedicado al tema y que, además, cuenta con presupuesto especial, proveniente de fondos externos a la Organización. El Ecuador cree que todas las Relatorías deberían contar con personal apropiado y con los recursos necesarios para que todos los derechos que la CIDH debe tutelar  y  proteger tengan la misma visibilidad. Ello permitiría que situaciones graves de violaciones de derechos humanos que se dan respecto de otros derechos puedan ser debidamente visibilizadas.  La distorsión señalada  genera una percepción equivocada y sesgada sobre la situación de derechos humanos en el Hemisferio, situación que se exhorta a corregir propendiendo a que la misma atención y preocupación de parte de la CIDH reciban todos los derechos humanos, concebidos como universales, indivisibles e interdependientes. (CP27485)



	País/Tema
	VI. PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

	ARGENTINA
	Resulta fundamental tener en cuenta la importancia tanto de las funciones de promoción como las de protección de los derechos humanos en la región, a las que debe abocarse la Comisión. Estas tareas deben articularse de manera complementaria y armónica.

En tal sentido, la Carta de la OEA establece en su artículo 106, que la función de la CIDH será la de "promover la observancia y defensa de los derechos humanos y de servir como órgano consultivo de la Organización en esta materia".

 
Por su parte, la Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 41, establece que la CIDH tiene como función principal promover la observancia y la defensa de los derechos humanos, para lo cual se encuentra entre sus funciones y atribuciones: estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de América (inciso a), pero también el formular recomendaciones para que los Estados adopten medidas progresivas a favor de los derechos humanos (inciso b), la preparación de estudios e informes (inciso c), solicitar a los gobiernos informes sobre las medidas adoptadas en materia de derechos humanos (inciso d), atender consultas o prestar asesoramiento a los Estados (inciso e) y actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones  en ejercicio de su autoridad de conformidad con los dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Convención (inciso f). 

 
Finalmente, el Estatuto de la CIDH, el cual fue aprobado por todos los Estados a través de la Asamblea General, establece las funciones de observancia y defensa de los derechos humanos, así como sus funciones de órgano consultivo de la Organización en esta materia. En su capítulo IV define las atribuciones de promoción y protección de los derechos humanos de la CIDH, de forma similar a como lo hace la Convención.  (CP27264)


	BRASIL


	A la luz de la intervención de la delegación de Brasil el 5 de octubre, a continuación se presentan los puntos de vista suscitados en esa oportunidad.

La delegación de Brasil desea iniciar su intervención expresando su reconocimiento a los esfuerzos que está realizando la Comisión con el propósito de promover la defensa y observancia de los derechos humanos en la región. 

No obstante, el énfasis que se asigna al análisis de las peticiones individuales en detrimento de las actividades de promoción constituye el desafío actual para que la CIDH actúe con eficacia. 

La promoción de los derechos humanos – entendida como la identificación y divulgación de mejores prácticas, consultoría y cooperación técnica – es el objetivo principal de la CIDH, de conformidad con el Artículo 41 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y no debe ser dejado de lado. La delegación de Brasil considera necesario incrementar las actividades de promoción de los derechos humanos, a fin de maximizar los efectos de la CIDH como un todo, que no comprende solo la defensa de los derechos humanos, sino que también el desarrollo y la estabilidad de la región.

En este contexto, es importante que la CIDH esté capacitada para prestar cooperación técnica adecuada a las necesidades específicas de cada Estado, ofreciendo servicios que incluyan, por ejemplo, la identificación y la divulgación de mejores prácticas. Además, la Comisión podrá utilizar las soluciones amistosas como una actividad de promoción de los derechos humanos de forma más incluyente, superando el ámbito de los efectos producidos por medio de una resolución de caso específico.

Finalmente, se debe destacar la necesidad de que la Comisión sea más transparente con respecto al uso de sus recursos, divulgando en forma clara y accesible los gastos relacionados con cada una de sus actividades. (CP27501)



	COLOMBIA
	Mi delegación resalta la importancia fortalecer el papel de la CIDH en la promoción de los Derechos Humanos que puede materializarse en la asesoría, la cooperación y la asistencia técnica a los Estados con el propósito de fortalecer las capacidades a nivel interno, con el fin de atender sus obligaciones, por ejemplo en lo que concierne al fortalecimiento de los aparatos judiciales nacionales. Esta aproximación permitiría establecer acciones más duraderas, que contribuirían, a largo plazo, al mejoramiento sostenido de la situación de los Derechos Humanos en el hemisferio. 

Un estudio cuidadoso de los diferentes reportes y relatorías de la CIDH demuestran que la acción individual y específica que más efecto puede tener en reducir los altos niveles de impunidad en la región y garantizar la no repetición, es el fortalecimiento de los operadores de Justicia para que logren actuar de manera oportuna, universal y justa. (CP27270)



	COSTA RICA


	Para Costa Rica, las funciones que los Estados han encomendado a la CIDH resultan claras a partir de los instrumentos internacionales.  En ese sentido, la Carta de la OEA señala como cometidos de la CIDH promover la observancia y defensa de los derechos humanos y de servir como órgano consultivo de la Organización en esta materia (artículo 106).  Asimismo, la CADH en un sentido análogo establece que su función principal es promover la observancia y la defensa de los derechos humanos y para ello le asigna competencias y funciones específicas para estimular la conciencia de los derechos humanos en el continente, la formulación de recomendaciones para que los Estados adopten medidas progresivas a favor de los derechos humanos, la preparación de estudios e informes, solicitar informes sobre las medidas adoptadas en materia de derechos humanos, atender consultas o prestar asesoramiento a los Estados y actuar dentro del Sistema de Peticiones y Casos, así como respecto de otras comunicaciones, en ejercicio de su autoridad (artículo 41 de la CADH).  Competencias y funciones que, en mucho, son reiteradas a la CIDH a través de su Estatuto.

El proceso de consolidación de las democracias que ha venido experimentando el hemisferio a través de las últimas décadas, requiere necesariamente del apoyo y asistencia de los órganos de la OEA a través de mecanismos de asesoría, asistencia y cooperación y, en particular, de las labores de la CIDH conforme a los cometidos que le han sido asignados.  La agenda temática en el hemisferio ofrece hoy una gran posibilidad de áreas y campos de trabajo, así como también la institucionalización y consolidación de los avances democráticos en muchos de los países requiere de esos apoyos.  La orientación de las labores de la CIDH hacia la promoción de los derechos humanos, debería tomar en cuenta la contextualización de la realidad política que viven la mayoría de los países del hemisferio.

En términos generales, es en ese sentido que Costa Rica asigna una alta importancia a las funciones y labores de promoción que, sobre la base de las normas convencionales citadas, corresponde desarrollar a la CIDH según los mandatos correspondientes y a la vez estima conveniente un reforzamiento de dichas funciones como un mecanismo esencialmente preventivo de violaciones de los derechos humanos y de refuerzo de sus labores de defensa y protección en los países del hemisferio.  En esa misma dirección, se estima que el fortalecimiento de los trabajos de las Relatorías resulta inconmensurablemente relevante.  No obstante se hace necesario realizar dos precisiones al respecto:

La primera, en el sentido de que el reforzamiento de las labores de promoción de los derechos humanos no pueden ir en menoscabo de sus funciones derivadas del mandato asignado convencionalmente en la defensa, protección y tutela de los derechos humanos, ejercidas esencialmente a través del Sistema de Casos y Peticiones Individuales como una forma de justicia restitutiva y reparativa.

La segunda, derivada de lo anterior, radica por ello mismo en que el fortalecimiento de las labores de promoción de los derechos humanos para ser desarrolladas adecuadamente y lograr ser articuladas con las funciones de defensa y protección que asimismo le asignan los instrumentos internacionales, requiere necesariamente de un mayor compromiso con el fortalecimiento financiero de la CIDH de tal manera que este último logre traducirse en un interés por fortalecer la promoción sin detrimento de una labor consustancial a la CIDH como lo es la defensa y protección de los derechos humanos de los habitantes de las Américas. (CP27500)


	REPÚBLICA DOMINICANA
	La labor de promoción de los derechos humanos es una labor de alta envergadura que debe adelantar la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el cumplimiento de las funciones que le han encomendado los instrumentos jurídicos de la Organización.

De conformidad con la Carta de la OEA (artículo 106), la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) tiene como función principal la de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos y de servir como órgano consultivo de la Organización en esta materia.

De la misma forma, la Convención Americana de Derechos Humanos (artículo 41) establece esta función principal, el Estatuto de la Comisión (artículo 1) señala que la CIDH fue creada para ese mismo fin, y el Reglamento de dicho órgano (artículo 1) contiene una disposición en ese mismo sentido. Es decir, que todos los instrumentos jurídicos que rigen la CIDH establecen como la función principal de dicho órgano la de “promover la observancia y la defensa de los derechos humanos”. 

Parecería lógico que las funciones que con mayor énfasis le figuran asignadas en los instrumentos jurídicos que la crearon y la rigen fueran también más pronunciadas en su historial de desempeño.

Esas funciones, como hemos señalado, las de promoción de los derechos humanos, son las que equivaldrían en el campo de la salud a la medicina preventiva, o a la prevención del delito en materia de seguridad ciudadana. Y son, paradójicamente, las que significarían menos costos en su presupuesto.

A juicio de esta delegación, la promoción de los derechos humanos tiene importancia y repercusión en el respeto de los mismos. A mayor conocimiento, tanto por parte de los Estados como de los ciudadanos de los derechos humanos, los mecanismos de protección de los Estados serán más efectivos y los ciudadanos contarán con mayor información de cómo hacer efectivos estos derechos y la forma de canalizar sus reclamos ante posibles violaciones.

Para ejercer una efectiva protección de los derechos humanos de los ciudadanos y cumplir con su obligación de respetar dichos derechos, es importante que los Estados cuenten con las disposiciones legislativas necesarias, instituciones públicas sólidas y funcionarios públicos capacitados en estos temas. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos al tener la experiencia y la capacidad en materia de derechos humanos, y además haber sido creada para cumplir con la función antes mencionada “promover la observancia y la defensa de los derechos humanos” es el órgano llamado a dar a los Estados la asesoría técnica y el apoyo que requieran en esta materia.

Adicionalmente, y a manera de ejemplo, una de las atribuciones que tiene la Comisión, respecto a los Estados miembros de la OEA, es “formular recomendaciones a los gobiernos de los Estados para que adopten medidas progresivas a favor de los derechos humanos, dentro del marco de sus legislaciones, de sus preceptos constitucionales y de sus compromisos internacionales, y también disposiciones apropiadas para fomentar el respeto a esos derechos” (artículo 18 b del Estatuto de la CIDH). En el proceso de cumplimiento de estas recomendaciones, la asesoría de la Comisión sería muy importante, ya que las medidas que se adopten, si se cuenta con el concurso de la Comisión, cumplirían con las disposiciones vigentes en materia de derecho internacional de los derechos humanos.

La obligación de respetar los derechos y libertades de las personas corresponde a los Estados, éstos requieren para hacer más efectiva esta labor, del concurso de otros actores como sería en este caso la CIDH. La contribución que haga la CIDH al fortalecimiento de los sistemas nacionales de protección de derechos humanos es importante. Esto redundaría con creces en el propio fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos.

Se requiere que la Comisión se convierta en un socio de los Estados en ese proceso permanente de fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, que en su sentido más amplio abarca, además de la Comisión y la Corte, a los Estados y a la sociedad civil, los usuarios del Sistema.

Necesitamos contar con una Comisión dispuesta a responder a las consultas que le formulen los Estados destinadas a fortalecer sus instituciones nacionales, y corregir las situaciones de violaciones que se presenten.

La labor de promoción de derechos humanos por parte de la Comisión es esencial para el fortalecimiento del sistema. Es necesario contar con Estados capaces de responder a las necesidades y desafíos que diariamente surgen en materia de protección de derechos humanos.

La Comisión Interamericana debe contar con los recursos adecuados que garanticen un mejor cumplimiento de sus funciones, y así dar la prioridad que requiere la labor de promoción de los derechos humanos, de conformidad con los instrumentos jurídicos vigentes en la materia. Esta labor debe realizarse  de manera coordinada con los Estados para así garantizar un mayor respeto de estos derechos por parte de los Estados y un mejor conocimiento por parte de los ciudadanos de la forma de hacer valer sus derechos. (CP27275)



	PANAMÁ
	La promoción de los derechos humanos no puede estar por delante de la defensa, ya que como bien lo ha manifestado el Señor Comisionado Felipe Gonzáles, la defensa juega el doble papel de defensa y promoción. El Sistema de casos y peticiones debe privar por encima de cualquier otra actividad, ya que un fallo que crea jurisprudencia, en nuestro parecer, vale mas para la defensa y promoción del Sistema que dos, cuatro o diez seminarios. Y en este mismo sentido, opinamos que si bien las audiencias temáticas son valiosas para la medición de la situación de derechos humanos en el hemisferio, mas lo son las reuniones de trabajo o audiencias de casos, que pudieran definitivamente poner solución a dichas controversias, beneficiando así a ambos usuarios del sistema. Solicitamos a la Comisión tomar en consideración estas sugerencias para la elaboración de su calendario en el próximo periodo de sesiones. (CP27521)




	País/Tema
	VII. FORTALECIMIENTO FINANCIERO DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS

	BRASIL


	A la luz de la intervención de la delegación de Brasil el 13 de octubre, a continuación se presentan los puntos de vista suscitados en esa oportunidad.

Sin perjuicio de las discusiones en curso en el ámbito de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP) y del debate que deberá tener lugar, en principio, la próxima semana en el ámbito del Consejo Permanente, la delegación de Brasil desea reconocer, en primer lugar, la importancia de que se produzcan medios, a mediano y largo plazo, de asignarle mayor previsibilidad, suficiencia y claridad de objetivos a los recursos dedicados al financiamiento de los órganos del SIDH. Una excesiva dependencia, que hoy enfrentan la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de recursos ofrecidos en forma voluntaria y discontinua, resulta perjudicial al buen funcionamiento de ambos órganos. En vista de esta situación, la solución del problema consiste en que, a mediano y largo plazo, la asignación de recursos sea por un monto superior del Fondo Regular de la OEA, con prioridad a la Corte, independientemente de los recursos que continúen a ser ofrecidos en base voluntaria por otros Estados. 

Al tiempo que para Brasil, el objetivo de elevar los recursos destinados a los órganos del SIDH, sean tomados del Fondo Regular de la OEA o de contribuciones voluntarias, no es exclusivo, ni debe prescindir de un esfuerzo consecuente de parte de aquellos órganos en el sentido de darle una mayor claridad a sus objetivos programáticos, a los recursos asignados a cada uno de esos objetivos y a las actividades a las que se aplican esos recursos. Estamos seguros de que la aplicación de mecanismos más eficaces y transparentes para la gestión programática y presupuestaria de los dos órganos, en particular de la CIDH, contribuirá a fortalecer la legitimidad de su actuación, la cual, independientemente de los fines a los cuales se dedica, depende también de una percepción positiva de parte de los Estados acerca de la claridad y de la eficacia de los medios por los cuales actúa. 

Con respecto a la CIDH, Brasil ha manifestado, en varias ocasiones, su reconocimiento de que el órgano puede y debe continuar contribuyendo positivamente al fortalecimiento de la promoción y protección de los derechos humanos en el plano regional. Pero además de los objetivos centrales que orientan el funcionamiento de la Comisión, Brasil ha manifestado también que hay necesidad de que el órgano le asigne el nivel más elevado posible a la transparencia en su actuación, como condición esencial para estimar, movilizar y aplicar con mayor claridad y eficacia los recursos destinados a su funcionamiento. 

En este sentido, desde hace algún tiempo mi Delegación ha estado expresando sus preocupaciones a la CIDH al respecto. En preparación de la “Reunión Técnica sobre el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos” llevada a cabo en Ottawa, el 1 y 2 de mayo, Brasil le solicitó a la Secretaría de la CIDH la siguiente información: 

a.
el total de procedimientos actualmente en trámite ante la CIDH (incluidos, en forma conjunta y desagregada, el número de peticiones, de casos y medidas cautelares);

b.
un estimado de las nuevas peticiones que se podrían recibir durante los próximos cinco años, considerando un promedio de crecimiento anual del número de peticiones que se verificó durante los últimos cinco años y otros factores que la CIDH considere pertinentes;

c.
el número actual de funcionarios que trabajan en la CIDH, inclusive no remunerados, con la descripción de sus funciones, carga horaria de trabajo y remuneración, cuando fuere aplicable;

d.
el número de grupos de trabajo en funcionamiento en la CIDH, las funciones y la composición de esos grupos, así como la formación profesional de sus integrantes;

e.
un detalle de los gastos de la CIDH durante el último año, con información desglosada por personal, actividades de gasto regular y pagos de pasajes y viáticos, entre otros;

f.
un detalle de los gastos de las relatorías y de las donaciones específicas ("earmarked") que recibieron durante el último año así como de los estimados de gastos de las relatorías que, si bien fueron creadas, no tengan sus necesidades presupuestarias adecuadamente atendidas;

g.
un detalle acerca de lo que serian las "reformas metodológicas" y el "programa de eliminación de atrasos" previstos para el aumento de la productividad de los trabajos de la CIDH, mencionadas en los puntos 2.2 y 2.3 del Plan Estratégico de la CIDH. 

Incluso en aquella ocasión, señor Presidente, Brasil solicitó a la CIDH una mayor precisión para saber en qué consistían los “estudios temáticos” mencionados en el punto 4.3 del Plan Estratégico y sobre la actividad “apoyo a casos”, mencionada en el punto 4.4 del mismo documento. El interés de Brasil era comprender en qué medida la elaboración de estudios temáticos –actividad que corresponde al campo de la promoción de los derechos humanos—sería realizada por la CIDH con relación a otras áreas de actuación del órgano y en qué forma las acciones de “apoyo a casos” podrían traducirse en un mayor estímulo a los procedimientos de solución amistosa y al seguimiento de las recomendaciones dirigidas a los Estados, objetivos con los cuales Brasil se identifica. 

Solicitamos, además, que se aclaren los parámetros aplicados por la CIDH para medir la eficacia general de su funcionamiento y de los recursos que se han aplicado a sus diferentes fuentes. También pedimos información sobre la intención manifestada por la CIDH de adoptar un nuevo sistema de información para el seguimiento de sus trabajos y, en caso afirmativo, queremos saber si el sistema incluiría una herramienta de seguimiento “on line” del trámite de los procedimientos, objetivo al que Brasil le atribuye suma importancia. 

À la luz de la importancia y de la complejidad de elaborar un “sistema integral de evaluación y monitoreo”, previsto en el punto V del Plan Estratégico, Brasil expresó a la CIDH su interés en que se divulgue, con la antecedencia posible, la versión preliminar de este sistema.

Brasil señaló, además, el hecho de que el Plan Estratégico presentado por la CIDH no parecía ofrecer elementos suficientes para distinguir a qué actividades la Comisión le asignaría prioridad. Para Brasil, las actividades que ayuden a la adopción de medidas internas de no repetición, como es el caso de la facilitación de procedimientos de solución amistosa, así como el apoyo al seguimiento de las recomendaciones emitidas por la propia CIDH, deberían recibir una mayor atención, ya sea por su eficacia sobre los problemas elevados a la consideración del SIDH o por la posible reducción de demandas individuales y fragmentadas ahora constantemente dirigidas a sus órganos. 

La cantidad y amplitud de las aclaraciones solicitadas a la Comisión ilustra sobre la necesidad de elevar el nivel de actuación del órgano, según los mecanismos de gestión, transparencia y evaluación de los resultados compatibles con la importancia y la sensibilidad otorgada a su funcionamiento. Si bien la previsibilidad y la suficiencia de los recursos destinados al funcionamiento de los órganos del SIDH son elementos necesarios para elevar el nivel de esa actuación, el logro de ese objetivo no podrá prescindir de un esfuerzo redoblado y permanente, especialmente por parte de la CIDH, en el sentido de asignarle una mayor eficacia, transparencia y claridad programática a su funcionamiento. (CP27501)


	COSTA RICA
	Por favor remitirse a la presentación de la Delegación de Costa Rica sobre este tema en la sección I: “DESAFÍOS Y OBJETIVOS DE MEDIANO Y LARGO PLAZO DE LA CIDH” (páginas 4 y 5 de este documento)


	ECUADOR
	Respecto del tema del financiamiento el Ecuador reiteró que  dicho financiamiento  debe provenir  del Fondo Regular de la OEA  tal y como se había acordado en la resolución AG/RES 2675 (XLI-O/11) “Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en seguimiento de los mandatos derivados de las Cumbres de las Américas”, adoptada por la Asamblea General  celebrada en El Salvador.  Explicó que en esa resolución los Estados habían sugerido ya  un curso de acción, instando a la Secretaría General a que presentase estrategias concretas para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.  En ese sentido es fundamental para abordar este tema contar con información de cómo la Secretaría está implementando ese mandato. Dichas estrategias, junto con la consideración que de ellas hagan los Estados, deberían ser la base para un proceso que conduzca a garantizar el financiamiento del SIDH, en el mediano y largo plazo.  El Ecuador también señaló que si bien acompaña los procesos paralelos de búsqueda de financiamiento que tanto la CIDH como la Corte  adelantan, no comparte la visión de que sea una tarea de los órganos del SIDH buscar sus fuentes de financiamiento, lo cual debería estar asegurado por el Fondo Regular de la OEA, como una forma, además, de garantizar la independencia del SIDH.  

NOTA: Este comentario es válido también para el rubro Financiamiento del SIDH.  (CP27485)



	PANAMÁ
	Respecto de observaciones puntuales a como fortalecer el sistema, debemos referirnos primeramente al tema presupuestario. Es necesario encontrar una formula que permita al Sistema Interamericano la amplia realización de sus labores, con financiamiento exclusivo de los Estados Miembros. En este sentido, acogemos con beneplácito la sugerencia realizada por la distinguida delegación de Canadá de crear, un grupo de trabajo dentro de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP) para velar por esta importante labor. 

En anteriores ocasiones nos hemos referido a las medidas prácticas que tiempos de austeridad demandan, como los que actualmente vive la Organización. Invitamos a la Comisión a realizar un examen de conciencia y establecer dentro de lo posible, el orden de sus prioridades. (CP27521)



	País/Tema
	VIII. OTRAS INFORMACIONES REMITIDAS POR LAS DELEGACIONES


	La solución de este problema puede lograrse por medio de adecuaciones en la práctica y en la cultura institucional del órgano, o incluso por medio de modificaciones de su Estatuto. Para Brasil es imprescindible que haya, de parte de la CIDH, una disposición permanente para vigilar que cualquier decisión que adopte observe los criterios siguientes: 

a)
explicitar los elementos de hecho que son llevados a su conocimiento, así como las pruebas que son presentadas para demostrar la veracidad de los mismos;

b)
enumerar los artículos de los instrumentos internacionales adoptados por los Estados (Carta de la OEA, Convención Americana sobre Derechos Humanos y Reglamento de la CIDH) que autorizan la apreciación de los hechos que son elevados a su consideración (análisis formal);

c)
relacionar también los instrumentos internacionales formalmente adoptados por los Estados (Carta de la OEA, Convención Americana sobre Derechos Humanos y Reglamento de la CIDH), que confieran los derechos que pudieran estar siendo violados por los hechos alegados y cuya verosimilitud fue establecida por el análisis de las pruebas (análisis de méritos); y

d)
fundamentar el nexo causal entre los hechos probados, la acción u omisión imputadas al agente estatal y la violación de los derechos internacionalmente reconocidos por el Estado demandado.


Al concluir mi intervención deseo expresar mi expectativa de que la CIDH: 

a)
fundamente adecuadamente todas las decisiones, inclusive aquellas relacionadas con el otorgamiento de medidas cautelares, observando los criterios antes mencionados, de entre otros, aquellos que establezca con la participación de los Estados;

b)
le asigne un mayor énfasis a las actividades de promoción de los derechos humanos, en particular en lo relacionado con la facilitación de soluciones amistosas y la adopción de medidas de “no repetición”, teniendo presente, al examinar el trámite de las peticiones individuales, el carácter administrativo, prejudicial y de recomendación de sus actos; 

c)
aplique mecanismos más transparentes y eficaces para la identificación de sus necesidades, la definición de sus prioridades programáticas y presupuestarias, la realización de sus gastos y la evaluación de sus resultados. En ese contexto, aguardamos la respuesta a los planteamientos elaborados por Brasil en preparación de la reunión de Ottawa. (CP27501)


	

	PANAMÁ
	
También deseamos referirnos específicamente al Grupo de Trabajo encargado de Elaborar un Proyecto de Convención Interamericana en contra del Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, grupo en el cual la República de Panamá, asumió este año la primera Vicepresidencia. En la pasada Asamblea General de San Salvador, al grupo se le dio un nuevo giro, por el cual los Estados por medio de la vía del consenso, consideraron la posibilidad de elaborar una Convención que aborde la temática del Racismo, y uno o varios otros instrumentos vinculantes, que aborden el tema referente a “todo forma de Discriminación e Intolerancia”. Sobre el particular, solicitamos a la Comisión un mayor involucramiento en el proceso de elaboración de dichos instrumentos. En este momento el grupo de trabajo se encuentra en un punto trascendental, y pudiera beneficiarse enormemente de las experticias y el asesoramiento que la Honorable Comisión tiene para brindar. (CP27521)
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	�.	Para consultar los documentos del Grupo de Trabajo en la Internet, por favor visite la siguiente página:	� HYPERLINK "http://www.oas.org/consejo/sp/grupostrabajo/Reflexion%20sobre%20Fortalecimiento.asp" \o "blocked::http://www.oas.org/consejo/sp/grupostrabajo/Reflexion sobre Fortalecimiento.asp" �http://www.oas.org/consejo/sp/grupostrabajo/Reflexion%20sobre%20Fortalecimiento.asp�





�.	Véanse la siguientes resoluciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: caso Caballero Delgado y Santana, sentencia del 8 de diciembre de 1995; caso Genie Lacayo, sentencia del 29 de enero de 1997; caso Loayza Tamayo, sentencia  del  17 de setiembre de 1997; y caso Baena Ricardo y otros, sentencia de 2 de febrero de 2001.


�.	Informe de Solución Amistosa No. 160/10. Inocencia Luca de Pegoraro y Otros. Argentina, 1 de noviembre del 2010.


�.	CorteIDH. Asunto Viviana Gallardo, decisión del 13 de noviembre de 1981, párr. 24.





